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Resumen 
     La presente investigación aborda el estudio de la cobertura en la política pública pensional 
en Colombia y la incidencia del nuevo modelo de protección para la vejez y su relación en la 
ampliación de cobertura “pensional”, entendiéndose esta como la existencia de un ingreso 
económico en la tercera edad que sirve para mantener un nivel de vida digno, se analiza para este 
objetivo el sistema pensional, el sistema de protección a la vejez y la cobertura pensional. Se 
realizó un análisis descriptivo propositivo que buscó determinar la incidencia de los programas 
propios del Esquema de Protección para la Vejez, entiéndase Colombia Mayor (CM) y 
Beneficios Económicos Periódicos (BEPS), como Pisos de Protección Social (PPS), en la 
cobertura pensional, identificando los problemas públicos y formulando alternativas de solución 
para la emisión de una política pública eficiente. 
     De tal manera, el presente documento se divide en cinco capítulos; en el primero se 
desarrolla un análisis descriptivo y una caracterización del sistema pensional en el país, sus 
características jurídicas y sus problemas estructurales; en el segundo capítulo se hace un abordaje 
del concepto de los Pisos de Protección Social para la tercera edad mediante un análisis de los 
BEPS y CM desde esta perspectiva; en el tercer capítulo se desarrolla la metodología utilizada, 
en el cuarto capítulo se establece el análisis sobre el Nuevo Modelo de la Protección a la Vejez y 
su ampliación en la cobertura, además se citan referencias internacionales en programas 
similares a lo implementados en Colombia  y  para finalizar, en el quinto capítulo se formulan 
alternativas de solución que responden al problema público identificado, conclusiones y 
recomendaciones específicas. 
   Se concluye que el programa BEPS y Colombia Mayor como parte del Nuevo Modelo de  
   
Protección a la Vejez, representan un elemento importante, para afrontar los retos de la 
cobertura en el Sistema Pensional del País, aun cuando no han logrado establecerse como Piso 
Mínimo de Protección Social, su flexibilidad y adecuada orientación permitirán responder de 
manera emergente a la crisis y hacer parte de la nueva agenda. Finalmente, la presente 
investigación termina formulando alternativas de solución y algunas recomendaciones para que 
los referidos programas puedan tener impacto e incidencia en la consecución de la cobertura 
pensional en el país, examinando la política pública pensional como una línea transversal de 
protección a la población adulta mayor.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
   
Abstract 
       The present research approaches the field of study the pension system in Colombia, and 
 as a specific object, the System of Protection to the Aging in the country and its incidence in 
the pension coverage. For this, a descriptive, proactive analysis will be developed, that will seek 
to determine the incidence of the programs of the Old Age Protection Scheme, Like Colombia 
Mayor and Beneficia’s Economics Periodicals, such as Social Protection Floors, in the Pension 
coverage. 
     In this way the present document is divided into chapters; in the first, a descriptive analysis 
and a characterization of the pension system in the country will be developed, its legal 
framework and its structural problems; in the second chapter an approach of the concept of 
Social Protection Floors for the elderly will be carried out, through an analysis of the BEPS and 
CM; and in the third chapter there will be an analysis on the Flexible Old Age Protection Scheme 
focusing on the aspect of coverage, in addition a comparative analysis will be carried out with 
other countries of similar programs to those implemented in Colombia to finalize with 
conclusions and specific recommendations. 
    Likewise, the present investigation concludes how the BEP and CM as part of the Flexible 
Old Age Protection Scheme, represent an important element, even if not defining, to face the 
challenges of coverage in the Pension System of the Country, even though they have not 
achieved establishing itself as PPS, its flexibility and adequate orientation will allow it to 
respond in an emergent way to the crisis and become part of the new agendas in this regard. 
Finally, the present investigation concludes generating several recommendations so that such 
programs can have impact and incidence in the achievement of universal coverage in pensions in 
the country. 
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1. Introducción 
La Protección Social ha representado un elemento fundamental en el desarrollo de la política 
pública a nivel internacional, de su importancia dan cuenta su referencia en instrumentos de 
derecho internacional y el ser un aspecto central en la agenda en el ejercicio de los gobiernos. En 
tal sentido, la Protección Social es un eje central sobre el cual deben pasar los mecanismos y 
estrategias que generen igualdad en la garantía de algunos derechos sociales y económicos, pero 
también sobre el cual deberán girar las alternativas en la agenda de la política para el desarrollo 
de las naciones, que permitan salir de la pobreza y establecer unos mínimos de vida dignos a la 
población mundial (ONU, 2016). En este contexto general es posible recalcar cómo el análisis de 
los factores incidentes en los procesos relativos a la Protección Social es necesarios y 
pertinentes. 
Consecuentemente, al interior de los sistemas de Protección Social se destaca como elemento 
subyacente por su importancia, el de la política pública para la tercera edad, debido en principio 
a que son los adultos mayores uno de los grupos etarios con mayor vulnerabilidad respecto a 
muchos derechos, pero también a que el sistema pensional representa uno de los retos fiscales 
más grandes para afrontar en el ejercicio del gobierno. Además de lo anterior, la importancia y 
pertinencia del tema de la Protección Social para la tercera edad se puede evidenciar si se analiza 
la tendencia de más de cuatro décadas en América Latina y el Caribe, de aumento acelerado y 
significativo de la población de tal grupo etario, al punto que proyectando el crecimiento de este 
grupo poblacional cuarenta años en el futuro,  de cada cuatro personas en la región uno sería un 
adulto mayor (CEPAL, 2014). Tal situación convierte el tema de la Protección Social para la 
tercera edad en América Latina en uno de los retos más significativos en la política pública y el 
ejercicio de los gobiernos en las próximas décadas. 
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En la misma línea argumentativa, el problema de los Sistemas de Protección Social para la 
tercera edad en Colombia y su impacto resulta también un aspecto de necesario análisis y 
observación, en tanto que en el país también existe una tendencia de aumento exponencial de la 
población del grupo de tercera edad que se estima crezca en cerca de 100 mil personas en los 
próximos 3 años; su crecimiento acelerado se puede observar al encontrar cifras oficiales que 
estiman que en el año 2000 fueron censados 653.254 adultos mayores, que pasaron a 1.010.826 
en el año 2005 y a que se proyectaran a 1.363.786 para 2020 (DANE, 2017). En tal perspectiva, 
es necesario generar investigaciones que determinen el problema público de la Protección Social 
y su relación con la posibilidad de garantizar, de manera gradual, la universalidad de los 
derechos de la población de la tercera edad en el país. 
Tal situación, que ya venía siendo tendencia desde el siglo pasado, suscitó en las últimas 4 
décadas en Colombia y en América Latina en general, una serie de reformas a los regímenes 
pensionales que buscaban mitigar el impacto social y fiscal que implicaba sostener los sistemas 
de Protección Social para la tercera edad. Esta serie de reformas buscaban afrontar nuevas 
condiciones como el aumento de este grupo etario y la financiación de los sistemas de Protección 
Social y Pensional. De tal forma, como lo afirmó (Molano, 2014) , el sistema de Protección 
Social en materia pensional en Colombia y en américa latina resulta caracterizado en el último 
tiempo por tener problemas de cobertura y de alto subempleo. 
Entre tanto, como respuesta frente al reto que implicaba la puesta en agenda de una política 
pública de Protección Social en el contexto desfavorable presentado anteriormente, la comunidad 
internacional ha buscado mediante los instrumentos de derecho y el desarrollo de la agenda, 
establecer objetivos y alternativas de acción frente a la importancia de la Protección Social en el 
ámbito pensional como elemento común para el desarrollo.   En tal caso, en la agenda 
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internacional sobre la Protección Social en materia pensional, se han evidenciado esfuerzos 
ingentes por parte de la Organización de las Naciones Unidas y la Organización Internacional del 
Trabajo, entre otras organizaciones, para definir elementos comunes que permitan a los 
diferentes Estados y gobiernos asumir acciones reales y concretas para mitigar las problemáticas 
relativas al nuevo milenio.  
Así es como, un ejemplo de la reacción de la comunidad internacional frente a las nuevas 
características del escenario de la Protección Social Pensional son los Pisos de Protección Social 
(PPS). Esta es una iniciativa y concepto desarrollado por la Organización Internacional del 
Trabajo mediante la Resolución 202 de 2012, con la que se busca mitigar la situación actual de la 
Protección Social, definiendo los elementos mínimos necesarios para que se garanticen los 
derechos fundamentales de la población en general y de la tercera edad en particular. De tal 
manera, la iniciativa Pisos de Protección Social que ha sido desarrollada en varios países, busca 
establecer una base de equidad sobre la cual se puedan garantizar de manera gradual unas 
condiciones mínimas de vida digna; convirtiéndose en un elemento de análisis, de referencia y de 
incidencia en la agenda pensional de los Estados; ocupando además un espacio central en el 
desarrollo de la política pública de atención a la tercera edad;  y estableciendo una nueva 
perspectiva de análisis en el ejercicio del gobierno y la política pública. 
El gobierno colombiano para contrarrestar los efectos negativos de tal situación y buscando 
proteger a los adultos mayores en condición de vulnerabilidad haciendo más sostenible 
financieramente al Sistema de Seguridad Social Pensional, puso en marcha el programa de 
Beneficios Económicos Periódicos (BEPS), entre otros en el marco de la política de protección al 
adulto mayor, programa que busca que las personas que estén en SISBEN 1. 2 y 3 que tengan 
ingresos inferiores al salario mínimo, realicen un ahorro voluntario libre y flexible, con el fin de 
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recibir, por parte del Gobierno, un 20% por cada peso ahorrado, un seguro de vida y un seguro 
exequial que asegura por diez veces lo ahorrado el año anterior, para aquellos que no alcancen a 
recibir una pensión de vejez al final de la vida laboral, pero sí un ingreso digno a través de su 
ahorro.  Esta medida tiene fundamento legal en el Artículo 1° del Acto legislativo 01 de 2005, el 
cual faculta al Estado a otorgar beneficios económicos inferiores al salario mínimo a personas de 
escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas para acceder a una pensión. Así 
mismo, está iniciativa se reguló de acuerdo al Decreto 0604 de 2013 y se orientó conforme a las 
indicaciones del CONPES social. 
La caracterización presentada en líneas anteriores, evidencia la existencia de un problema de 
orden social y económico de gran impacto en el desarrollo de los Estados, las naciones y la 
comunidad internacional en la actualidad; que incide en diversas esferas del desarrollo de la 
agenda de la política pública y el ejercicio del gobierno y que debe ser estudiado y analizado de 
acuerdo a su importancia respecto a la garantía de los derechos de las poblaciones vulnerables y 
al sostenimiento fiscal de tal objetivo. 
Esta tesis pretende analizar la política pública pensional desde la “perspectiva práctica”, 
aquella que Torgerson denomina como el intento de reconciliar el conocimiento y la política, 
mediante una discusión abierta y racional de los asuntos públicos donde convergen ciudadanos y 
expertos.  
Por lo tanto, esta investigación es más analítica que evaluativa; es un trabajo crítico que se 
caracteriza por intentar explicar o interpretar la acción pública a partir de un marco teórico 
explícito, que apunta al conocimiento científico o a la crítica (Roth, 2002).   
 En este contexto, tiene como campo de estudio el análisis de los programas (policy analysis)  
del nuevo modelo de protección para la vejez como desarrollo de la  política pública para obtener 
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un Piso Mínimo de Protección Social (PPS) y su impacto en la ampliación de cobertura 
pensional en Colombia atacando la pobreza en la vejez.  
Este trabajo se enfoca en el análisis instrumental de la política, la cual pretende ser una 
herramienta de ayuda a la decisión y busca ofrecer soluciones concretas para ser aplicadas en la 
práctica. Se trata entonces de un análisis prospectivo o retrospectivo (como en el presente caso) 
de la política ya implementada para sacar conclusiones para el futuro  (Ordóñez-Matamoros, 
2013). 
Por lo anterior, el producto analítico que se buscó obtener de la presente investigación 
responde a la pregunta: ¿Lo estamos haciendo bien?,   respuesta que se obtendrá después de 
estudiar la implementación de la política, controlar el buen desempeño de los procedimientos 
previstos, y resultados entre otros, con el fin de permitir la  detección de problemas para poder 
realizar los ajustes necesarios futuro  (Ordóñez-Matamoros, 2013). 
En efecto, el rol asumido en este trabajo científico se enfoca en ayudar a identificar y 
reconocer la existencia de un problema potencial y formular las alternativas de solución.  
Consecuentemente, para indicar el rumbo del análisis investigativo se partirá de la siguiente 
pregunta problema: ¿Qué incidencia tienen los programas del nuevo modelo de Protección para 
la vejez, en el aumento de cobertura en el Sistema de Seguridad Social Pensional para el adulto 
mayor en Colombia? El objetivo general de la presente  investigación, es analizar si dentro de la 
política pública pensional los programas Colombia Mayor y BEPS, amplían el problema de tesis 
la “cobertura pensional” en la tercera edad, encaminados a disminuir el problema público; 
“pobreza en la tercera edad”, entendiendo como posible piso de Protección Social los programas 
citados y la posibilidad de incorporarlos en el Sistema de Seguridad Social Pensional; del 
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referido objetivo,  se desprenden  los  siguientes  objetivos específicos que orientan las etapas de 
la investigación: 
● Caracterizar el Sistema de Seguridad Social Pensional en Colombia, su 
desarrollo, alcances y la constitución de la problemática e identificación del 
problema público. 
● Caracterizar y analizar el esquema flexible de protección para la vejez como 
desarrollo de la iniciativa del Piso Mínimo de Protección Social. 
● Analizar la incidencia de los programas del Nuevo Modelo de Protección a la 
Vejez, en el aumento de la cobertura del Sistema de Seguridad Social en 
pensiones.  
Por su parte, con el fin de dar solución y desarrollo a tales objetivos, la presente investigación 
se enfoca dentro del paradigma cualitativo, en tanto este permite buscar una perspectiva 
comprensiva e interpretativa del desarrollo de la política pública y el ejercicio del gobierno en 
los últimos años en Colombia respecto al Nuevo Modelo de Protección para la Vejez, el Sistema 
de Seguridad Social en Pensiones y el Piso Mínimo de Protección Social. Así mismo, este  
enfoque permite asumir la situación presentada en la pregunta problema como un caso 
específico, particular y único, que es analizado, contrastado y reconstruido con datos sobre sus 
características propias, con el fin de dar respuesta a la pregunta formulada y generar  propuestas, 
alternativas de solución que responda el problema público identificándolo en el desarrollo de la 
agenda respecto a la protección de la vejez y los regímenes pensionales en el marco de la política 
pública de Piso Mínimo de Protección Social. 
Los métodos cualitativos constituyen una herramienta para profundizar en el funcionamiento 
de las políticas. El análisis bajo este método abarca desde el diseño o hechura, la elección de 
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alternativas, los determinantes del éxito o fracaso en la implementación y los efectos en 
sociedad, hasta el estudio de la caja negra del Estado, de utilidad para conocer al sistema político 
y sus actores. Asimismo, son de utilidad para desentrañar la manera en que los legisladores o la 
burocracia deciden entre políticas o valores en disputa, y para conocer los intereses que están 
detrás de la configuración de una determinada acción de gobierno. Permiten conocer además si 
los objetivos de las políticas han sido logrados, cuáles han sido los efectos en los 
comportamientos tanto de la ciudadanía como la burocracia, la forma en que pueden operar 
adecuadamente y si es posible ampliar su cobertura  (Hernández, 2013). 
Consecuentemente, es posible determinar que la presente investigación será pura o teórica, en 
tanto su desarrollo no implicará una implementación, sino más bien un ejercicio de análisis 
(policy analysis) e indagación sobre la teoría, la legislación y las cifras respecto al problema 
público identificado, sobre las cuales se establecerán visiones prospectivas y alternativas de 
solución que respondan al problema público identificado de acuerdo a las futuras 
transformaciones sociales y políticas el tema analizado. De tal manera que esta investigación 
busca incrementar el conocimiento teórico y las perspectivas sobre las transformaciones en el 
escenario de la Seguridad Social Pensional en Colombia, específicamente el Nuevo Modelo de 
protección a la Vejez en el marco de la política pública del Piso de Protección Social, un campo 
de reciente aparición y novedad, sobre el cual se hace necesario realizar indagaciones y 
clarificaciones teóricas para reconocer nuevos elementos conceptuales, categorías y 
especificidades. 
La investigación pura busca el conocimiento por el conocimiento mismo, más allá de sus 
posibles aplicaciones prácticas. Su objetivo consiste en ampliar y profundizar cada vez más el 
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saber de la realidad y, en tanto este saber que se pretende construir es un saber científico, su 
propósito será el de obtener generalizaciones cada vez mayores (hipótesis, leyes, teorías). 
La investigación pura se define así:  
Es la que se realiza con el propósito de acrecentar conocimientos teóricos para el 
progreso de una determinada ciencia, sin interesarse en sus posibles aplicaciones o 
consecuencias prácticas; es más formal y persigue propósitos teóricos en el sentido de 
aumentar el acervo de conocimientos de una teoría. (Cazau, 2006) 
Por su parte, debido a que la presente investigación es en gran parte teórica-reflexiva, fue 
seleccionada como herramienta de recolección de información, el análisis documental, que 
permitirá acercarse a determinar y caracterizar el problema público, pero sobre todo realizar un 
análisis específico de las intencionalidades y característica del desarrollo de la política pública. 
El análisis documental es una forma de investigación técnica, o sea un conjunto de 
operaciones intelectuales, que buscan describir y representar los documentos de forma 
unificada sistemática para facilitar su recuperación. El análisis de información, por su 
parte, es una forma de investigación, cuyo objetivo es la captación, evaluación, selección 
y síntesis de los mensajes subyacentes en el contenido de los documentos, a partir del 
análisis de sus significados, a la luz de un problema determinado. Así, contribuye a la 
toma de decisiones, al cambio en el curso de las acciones y de las estrategias. Es el 
instrumento por excelencia de la gestión de la información.  (Dulzaides & Molina, 2004). 
Finalmente, la investigación está dividida en tres grandes etapas a saber: (i). desarrollo de una 
exposición con todos los elementos relativos al Sistema de Seguridad Social en Pensiones en 
Colombia en las últimas tres (3) décadas, las reformas legislativas que ha tenido y la búsqueda de 
la ampliación de cobertura pensional, la caracterización de su desarrollo y resultados en los 
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últimos años; (ii).  la segunda etapa realiza un análisis específico del Nuevo Modelo de 
Protección a la vejez y su relación con los Pisos de Protección Social establecidos por la OIT de 
acuerdo a la Resolución 202 de 2012, su desarrollo en diversos países; (iii). en la última etapa se 
realiza un análisis sobre la ampliación de la cobertura pensional con la incorporación del Nuevo 
Modelo de Protección para la Vejez con los programas: Beneficios Económicos Periódicos y 
Colombia Mayor, en el Sistema de Seguridad Social en pensiones y sus implicaciones y, (iv). 
finalmente se exponen las conclusiones de este análisis investigativo, se formulan algunas 
propuestas, alternativas de solución y se realizan conclusiones respecto al problema de tesis.  
2. Planteamiento del Problema 
La Protección Social ha representado un elemento fundamental en el desarrollo de la 
política pública a nivel internacional, de su importancia dan cuenta la referencia que se hace 
sobre ella en instrumentos de derecho internacional, además el ser un aspecto central de la 
agenda en el ejercicio de los gobiernos en todo el mundo. En tal sentido, la Protección Social 
resulta un eje trascendente sobre el cual se deben instaurar los mecanismos y estrategias que 
generen igualdad en la garantía de algunos derechos sociales y económicos, pero también en 
torno al cual deberán girar las alternativas en la agenda de la política para el desarrollo de las 
naciones, que permitan salir de la pobreza y establecer unos mínimos de vida dignos a la 
población mundial (ONU, 2016). En este contexto general el análisis de los factores 
incidentes en los procesos relativos a la Protección Social en las prácticas de gobierno 
resulta necesarios y pertinentes. 
Consecuentemente, al interior de los sistemas de Protección Social se destaca como 
elemento subyacente, el de la política pública para la tercera edad, debido a que son los 
adultos mayores uno de los grupos etarios con mayor vulnerabilidad, pero también aquel 
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para el cual, el sistema pensional representa uno de los retos fiscales más grandes para 
afrontar. Además de lo anterior, la importancia y pertinencia del tema de la Protección 
Social para la tercera edad se puede evidenciar si se analiza la tendencia de más de cuatro 
décadas en América Latina y el Caribe de aumento acelerado y significativo de la población 
de tal grupo etario, al punto que proyectando el crecimiento de este grupo poblacional 
cuarenta años en el futuro, de cada cuatro personas en la región uno sería un adulto mayor 
(CEPAL, 2014). Tal situación convierte al tema de la Protección Social para la tercera edad 
en América Latina en uno de los retos más significativos en la política pública y el ejercicio 
de los gobiernos en las próximas décadas. 
Conviene entonces advertir como el problema de los Sistemas de Protección Social 
para la tercera edad y su impacto en Colombia resulta también un aspecto de necesario 
análisis y observación, en tanto en el país también existe una tendencia de aumento 
exponencial de la población de este grupo etario que se estima crezca en cerca de 100 mil 
personas en los próximos 3 años. De tal manera, dicho crecimiento se puede observar al 
encontrar cifras oficiales que estiman que en el año 2000 fueron censados 653.254 adultos 
mayores, que pasaron a 1.010.826 en el año 2005 y a que se proyectaran a 1.363.786 para 
2020 (DANE, 2017). En tal perspectiva, es necesario generar investigaciones que 
determinen el problema público de la Protección Social y su relación con la posibilidad de 
garantizar, de manera gradual, la universalidad de los derechos de la población de la tercera 
edad en el país. 
Tal situación, que ya venía siendo tendencia desde el siglo pasado, suscitó en las 
últimas 4 décadas en Colombia y en América Latina en general, una serie de reformas a los 
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regímenes pensionales que buscaban mitigar el impacto social y fiscal que implicaba 
sostener los sistemas de Protección Social para la tercera edad. Esta serie de reformas 
buscaba afrontar nuevas condiciones como el aumento de población en este grupo etario y la 
financiación de los sistemas de Protección Social y Pensional. De tal forma, como lo afirmó 
(Sanchez, 2016) el sistema de Protección Social en material pensional en Colombia y en 
américa latina resulta caracterizado en el último tiempo por tener problemas de cobertura y 
de alto subempleo, factores estructurales que condicionarán de manera necesaria su análisis 
y estudio. 
En concreto, como respuesta frente al reto que implicaba la puesta en agenda de una 
política pública de Protección Social en el contexto desfavorable de desfinanciamiento, la 
comunidad internacional ha buscado mediante los instrumentos de derecho y el desarrollo de 
la agenda, establecer objetivos y alternativas de acción frente a la importancia de la 
Protección Social en al ámbito pensional como elemento común para el desarrollo.   En tal 
caso, en la agenda internacional sobre la Protección Social en materia pensional, se han 
evidenciado esfuerzos ingentes por parte de la Organización de las Naciones Unidas y la 
Organización Internacional del Trabajo, entre otras instituciones de carácter multinacional, 
para definir elementos comunes que permitan a los diferentes Estados y gobiernos asumir 
acciones reales y concretas que puedan mitigar las problemáticas relativas al nuevo milenio.  
En la región son necesarios esfuerzos de diversa magnitud para expandir la 
protección social, tanto en lo concerniente a la cobertura como a la calidad y la 
solidaridad de su financiamiento. Como revelan distintas aristas, la estrategia de 
universalización de la protección social no puede centrarse exclusivamente en un 
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incremento de los recursos, sino que debe actuarse sobre la morfología de la 
protección social: el cambio institucional forma parte crucial del locus de la 
innovación, ya que la fragmentación y la segmentación están establecidas en los 
propios sistemas de protección social y en la acción política y discursiva en torno a 
ellos. Respecto de las políticas de bienestar vigentes en otras latitudes, se ha afirmado 
que los patrones interpretativos propuestos y debatidos se han transformado 
notablemente en las últimas décadas.  (Sojo, 2017)  
En tal caso, el sistema pensional en Colombia viene siendo tratado episódicamente, 
relacionándolo sencillamente como un problema técnico financiero de falta de recursos, por 
corresponder a un problema creciente de déficit fiscal. En consecuencia, las soluciones previstas 
apuntan únicamente y concretamente a disminuir las prestaciones económicas y aumentar las 
variables básicas del sistema pensional haciéndolo cada vez más restrictivo, o crear nuevos 
requisitos que hagan cada vez menos accesible el derecho a los trabajadores, medidas que 
ciertamente generan efectos financieros efectivos. (Acevedo, 2010) 
Es así como la última reforma pensional, Ley 797 de 2003, se limitó a modificar los 
parámetros básicos del régimen, edades, tasas de cotización, tiempos de cotización requeridos, 
densidades de cotizaciones para pensiones de invalidez, vejez y muerte, limitaciones de los 
regímenes especiales. Siendo todos los anteriores aspectos esenciales de cualquier reforma por 
soportar viabilidad financiera de la misma; pero dejando de lado el análisis técnico de la 
pertinencia del modelo frente a las condiciones reales de los trabajadores colombianos y su 
incidencia social, lo que correspondería a una verdadera proyección pensional integrada de 
sistema a desarrollar. (Acevedo, 2010) 
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En tanto, el sistema de seguridad social colombiano en el área de pensiones va mucho más 
allá de la normatividad que lo desarrolla, puesto que tiene múltiples complejidades si se estudia 
desde los aspectos administrativos, de cobertura, financieros, jurídicos, la proliferación del 
trabajo informal, el incremento de las tasas nacionales de desempleo, operativos y desde la óptica 
de la pertinencia de su aplicación frente a las condiciones de trabajo de la población entre otras.  
En tal perspectiva desde la existencia del Sistema General de Pensiones a partir de la 
expedición de la ley 100 de 1993, que dio origen a dos regímenes pensionales, que, si bien 
coexisten, son diferentes desde su parámetro técnico. El Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, implica cotización masiva que involucra solidaridad intergeneracional, donde los 
trabajadores de ayer ayudaron a los pensionados de entonces. Mientras que los trabajadores de 
hoy ayudan a los pensionados actuales. El Estado no solo interviene en el control del régimen, 
sino que efectivamente compensa económicamente el sistema mediante subsidios a favor de 
aquellas rentas pensionales que no se financiaron en su integridad (Acevedo, 2010).  
Por otra parte, el régimen de Ahorro Individual se fundamenta en que el trabajador por su 
propia cuenta genera en forma obligatoria un ahorro suficiente para financiar su propia pensión.  
El modelo pensional (Régimen de Prima Media), esta conllevado a un pasivo pensional 
insostenible. Con este argumento se podría sostener que las reservas del régimen actual de prima 
media estarían lejos de agotarse, si las cuentas nacionales del Estado aceptaran incluir en la 
reserva del ISS hoy COLPENSIONES, el valor de las mesadas asumidas y pagadas por 
pensiones causadas antes de 1994. Esta discusión es relevante, se traduce en la práctica 
simplemente en la diferencia de hacer o no sostenible en el corto plazo un sistema creado por la 
ley 100 de 199, pero reasumido y reafirmado por la reforma de 2003 (ley 797). (Santamaria, 
2010)  
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El panorama de dispersión y desfinanciamiento tenía que ser abordado desde las reformas. 
En modelo creado en 1993, diseñó un modelo diferente que mantuvo para el régimen de prima 
medios los postulados tradicionales de seguridad social aceptados con el ajuste de algunos 
parámetros e introdujo el modelo chileno del sistema de ahorro individual como alternativa de 
competencia al anterior.  No obstante, al adoptar esta concepción el legislador, vale la pena 
preguntarse si consulto la situación real del país desde la base del empleo, la estabilidad laboral 
de los trabajadores y la viabilidad financiera de los modelos teóricos copiados y propuestos. 
(Acevedo, 2010) 
Por lo anterior, es indispensable tener un orden de magnitudes sobre el costo de una 
pensión o renta pensional, puesto que al asumir estas obligaciones se oficializa la carga 
financiera futura en términos de pasivo pensional. El conocer el valor real de una pensión arroja 
calidad sobre el verdadero problema técnico económico del tema, puesto que la conformación de 
ese capital necesario, frente al pago periódico del mismo, permite entender la magnitud del 
desfase financiero o la bondad de uno u otro sistema.  Es por eso, que los tiempos reales de 
aportes de una pensión, deben corresponder al aporte de cotización, los cuales permitirán asumir 
cargas debidamente financiadas (Santamaria, 2010).  
Actualmente se ha previsto que para crear una pensión de salario mínimo se requiere un 
capital necesario al año de 2003, de 270 salarios mínimos, para atender en forma vitalicia una 
mesada de un hombre de 60 años de edad, la expectativa de vida actual es de unos 20 años de 
disfrute de su mesada. De acuerdo con la norma vigente para constituir este capital se destina el 
10% de la cotización. En pesos corrientes, un trabajador de salario mínimo que cotice durante 20 
años a la seguridad social ahorraría un total aproximado de unos 27 salarios mínimos requeridos. 
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El efecto consecuente produce u impacto directo en la garantía de la pensión mínima prevista en 
la ley, pagada al final por los ciudadanos que conformamos el Estado (Acevedo, 2010). 
 Este ejercicio práctico permite visualizar el problema, la mayoría de las personas afiliadas 
al RAI nivelarán sus rentas pensionales en valores cercanos al salario mínimo vigente, con 
excepción de personal de altos ingresos que podrán pretender valores superiores, pero siempre 
con una proporción muy inferior a su salario actual e inferior a la básica del régimen de prima 
media, aunque libre de subsidio estatal.  
El sector privado quiere tener acceso a dineros de ahorro pensional, buscando el acceso a la 
mayor cantidad posible de trabajadores, sin considerar si en verdad ellos tienen en el mismo una 
mejor opción. Un trabajador de salario mínimo es igual de atractivo para su esquema, puesto que 
aun en el caso de no generar un ahorro suficiente para una pensión mínima al final va a tener 
garantía del Estado. Quien completara los recursos para su pago, pudiendo los fondos privados a 
largo plazo usufructuar una comisión aprobada por la ley que en un grupo grande significaría 
grandes ganancias.  
Reconocer prestaciones por cumplimiento de requisitos mínimos y no por haber financiado 
un determinado nivel de ahorro se incluye la mayoría de las veces en un subsidio, el cual se 
obtiene de fondo común que va quedando sin reservas suficientes para asegurar la viabilidad del 
mismo en el largo plazo. Aunado a lo anterior, el régimen de transición implicó que se asumieran 
cada vez en forma creciente, pensiones correspondientes al tope de 20 salarios sin los soportes 
presupuestales y todavía más, pensiones de exmagistrados, expresidentes, y altos dignatarios del 
estado por valores aun superior si las autorizadas para el régimen de los seguros sociales 
obligatorios, impuestos mediante fallos judiciales o por jurisprudencia de Altas Cortes (Pérez, 
2016). 
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De acuerdo a todo lo anterior, decir entonces que el Sistema General de Pensiones y su 
última reforma de 2003, no responde a las exigencias y condiciones de nuestra sociedad. Estaría 
limitado a un sector cerrado de personas con empleo formal con capacidad de aporte. No 
incluyendo a la mayor parte de la población, aunque se haya legislado para generar recursos de 
solidaridad, no se adapta a la mayoría de la población ni a los sectores rurales.  Además, el 
modelo económico capitalista existente en un país con enormes privaciones y con grandes 
carencias estructurales descarga en la hacienda pública los compromisos financieros y deja en 
manos del trabajador medio la solución del problema para que ahorre como el modelo lo exige, 
sin este tener la capacidad (Pérez, 2016).  
Para dar aplicación a la nueva tendencia que pretende renunciar a gran parte de su 
responsabilidad como Estado al negar todo subsidio, dejando en manos de cada individuo la 
posibilidad de crear una pensión, tendría que poder garantizar la generación de fuentes 
suficientes de trabajo, estables y productivas proveyendo la capacidad requerida y liberando 
cargas impositivas que permitan la inversión sería en creación de empleo y por ende de riqueza 
(Pérez, 2016).  
En conclusión, para lograr una verdadera solución definitiva del problema pensional en 
Colombia, el Estado debería admitir la necesidad de subsidiar las pensiones hasta un nivel básico 
haciéndolas generales para todo el conjunto de la sociedad trabajadora. Debería no solo unificar  
los regímenes especiales , sino que esta debe también limitarse en sus valores de cobertura 
pensional a unos niveles muy  por debajo de los actuales; permitir que el esquema de ahorro 
individual se imponga  de forma general y obligatoria, pero solo a partir del esquema básico,  
logrando el complemento de los regímenes; generar todo tipo de incentivos para el ahorro 
privado, no solo el pensional sino también el interno e invertir en los regímenes complementarios  
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de asistencia social, donde se reinventen los esquemas de  servicios sociales  complementarios 
con  niveles de inversión  suficiente  para la población adulto mayor.  
Teniendo en cuenta los aspectos mencionados, se relacionan a continuación los cuatro 
aspectos más relevantes del sistema pensional y en los cuales se deben impulsar reformas:  
- Financiamiento del sistema 
- Aumento de la cobertura 
- Impacto en el desarrollo del mercado de capitales 
- El desarrollo de un sistema de información único 
Así es como, un ejemplo de la reacción de la comunidad internacional y nacional 
frente a las nuevas características del escenario de la Protección Social Pensional son los 
Pisos de Protección Social (PPS). Esta es una iniciativa y concepto desarrollado por la 
Organización Internacional del Trabajo mediante la Resolución 202 de 2012, con la que se 
busca mitigar la situación actual de la Protección Social, definiendo los elementos mínimos 
necesarios para que se garanticen los derechos fundamentales de la población en general y 
de la tercera edad en particular (Camargo, 2017). De tal manera, la iniciativa PPS que ha 
sido desarrollada en varios países, busca establecer una base de equidad sobre la cual se 
puedan garantizar de manera gradual unas condiciones mínimas de vida digna; 
convirtiéndose en un elemento de análisis, de referencia y de incidencia en la agenda 
pensional de los Estados; ocupando además un espacio central en el desarrollo de la política 
pública de atención a la tercera edad;  y estableciendo una nueva perspectiva de análisis en 
el ejercicio del gobierno y la política pública. 
El gobierno colombiano para contrarrestar los efectos negativos de tal situación y 
buscando proteger a los adultos mayores en condición de vulnerabilidad y hacer más 
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sostenible financieramente al Sistema de Seguridad Social Pensional, puso en marcha el 
programa de Beneficios Económicos Periódicos (BEPS), entre otros en el marco de la 
política de protección al adulto mayor. Este programa busca que las personas que estén en 
SISBEN 1. 2 y 3 que tengan ingresos inferiores al salario mínimo, realicen un ahorro 
voluntario libre y flexible, con el fin de recibir, por parte del Gobierno, un 20% por cada 
peso ahorrado, un seguro de vida y un seguro exequial que asegura por diez veces lo 
ahorrado el año anterior, para aquellos que no alcancen a recibir una pensión de vejez al 
final de la vida laboral, pero sí un ingreso digno a través de su ahorro (Camargo, 2017).  Esta 
medida tiene fundamento legal en el Artículo 1° del Acto legislativo 01 de 2005, el cual 
faculta al Estado a otorgar beneficios económicos inferiores al salario mínimo a personas de 
escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas para acceder a una pensión. 
Así mismo, está iniciativa se reguló de acuerdo al Decreto 0604 de 2013 y se orientó 
conforme a las indicaciones del CONPES social. 
No obstante, lo anterior, la situación del adulto mayor en el país continúa siendo 
lamentable, el sistema pensional no logra satisfacer las necesidades de ingreso de este grupo 
etario y sus posibilidades de vida digna son limitadas. Así mismo, los índices de pobreza de 
este grupo resultan alarmantes y la continua incapacidad del sistema de generar alternativas 
parece no dar mitigación a este problema. En tales circunstancias, la inequidad resulta un 
elemento importante en la descripción del problema de esta investigación, porque determina 
la incapacidad de acceso de muchos adultos mayores en el país a una pensión digna y por 
ende no permite generar alcances significativos en los objetivos de la política de protección 
social. 
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Según cifras del DNP, los subsidios del Gobierno en materia de pensiones que recibe el 
quintil de menores ingresos es el 0.3% del total, mientras que el quintil más alto, recibe el 65% 
de los subsidios. En un escenario solo con sistema de RPM, el GINI alcanzaría un nivel de 0.92;  
con el  sistema de RAIS, una garantía de pensión mínima e imponiendo una restricción sobre la 
cantidad de cotizantes, el coeficiente de GINI sería de 0.83; esta evidencia demuestra que nuestro 
sistema pensional es un sistema altamente desigual y regresivo, por lo que requiere de una 
transformación y reforma que lo haga más equitativo. 
Sumado a todo lo anterior, el sistema de protección social en el país tiene un grave 
problema de cobertura en el adulto mayor, situación que termina también afectando la vida 
digna de este grupo etario, siendo de imperante necesidad una política pública de protección 
social. Esta realidad, que resulta parte estructural del problema general, es determinante y se 
agrava al advertir que el sistema no es sostenible financieramente. 
En el año 2013 el número de jubilados equivalía al 37% de la población mayor de 60 años;  
haciendo una proyección con el régimen actual,  en el 2050 tan solo el 19% de los mayores de 60 
años tendrán acceso a una pensión del régimen contributivo (Bosch et al., 2015); bajo este 
análisis, ANIF afirma que esta es una: bomba social que dejará en riesgo de indigencia a tres (3) 
de cada cuatro (4)  adultos mayores. Por esto, la baja cobertura del sistema pensional en 
Colombia se ha convertido en uno de los aspectos más problemáticos y preocupantes. La 
informalidad laboral -cercana al 74%- intensifica el problema de baja cobertura, pues afecta 
directamente la cuantía del fondo de pensiones del RPM y con ello la carga del Estado para 
cubrir posibles déficits. Lo anterior se debe a que, al no contar con dinero proveniente de los 
aportes de los cotizantes, el Estado se ve obligado se destinar recursos adicionales al sistema de 
pensiones. En particular, la informalidad pensional en Colombia se encuentra alrededor del 74%, 
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lo que quiere decir que tan solo un 26% de la población económicamente activa, cotiza en 
promedio 8 meses al año. 
Otro elemento que inciden  el problema de la presente investigación, es el del reto 
fiscal, que será analizado más adelante,  el cual se establece como un aumento demográfico 
significativo por el incremento en la expectativa de vida, el crecimiento de la proporción de 
adultos mayores por individuo como razón de dependencia y un alto grado de inversión 
pública en pensiones que resulta poco eficaz.  
La población colombiana ha estado pasando por un cambio demográfico, en específico 
la evolución de la distribución de edades muestra el paso de un contexto de baja expectativa 
de vida a uno de expectativa de vida cada vez mayor con reducciones significativas en la 
proporción de jóvenes. La expectativa de vida al nacer en Colombia está aumentando de 
manera considerable, esto   también indica que el tiempo que se debe pagar las pensiones 
también está aumentando. Con esto en mente, se espera que hoy en día una persona que 
llega a los 60 años, viva hasta los 82 años y en el 2050 hasta una edad de 84. Así pues, 
suponiendo que la edad de jubilación se mantiene en 62 años para los hombres y 57 para las 
mujeres, las pensiones evidentemente tendrán que cubrir más años de vida de ahora en 
adelante. 
La caracterización presentada en líneas anteriores, evidencia la existencia de un problema 
de orden social y económico de gran impacto en el desarrollo de los Estados, las naciones y la 
comunidad internacional en la actualidad; que incide en diversas esferas del desarrollo de la agenda 
de la política pública y el ejercicio del gobierno y que debe ser estudiado y analizado de acuerdo 
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a su importancia respecto a la garantía de los derechos de las poblaciones vulnerables y al 
sostenimiento fiscal. 
Consecuentemente, para indicar el rumbo del análisis investigativo se partirá de la siguiente 
pregunta problema: ¿Qué incidencia tienen los programas del  modelo de Protección para la vejez, 
en el aumento de cobertura en el Sistema de Seguridad Social Pensional para el adulto mayor en 
Colombia? El objetivo general de la presente investigación, es analizar si dentro de la política 
pública pensional del modelo de Protección para la Vejez, los programas Colombia Mayor y 
BEPS, amplían la cobertura pensional en la tercera edad y se pueden entender Piso  mínimo de 
Protección Social  en los términos de la OIT. Del referido objetivo, se desprenden  los  siguientes  
objetivos específicos que orientan las etapas de la investigación: 
● Caracterizar el Sistema de Seguridad Social Pensional en Colombia, su desarrollo, 
alcances y la identificación del problema de investigación.  
● Caracterizar y analizar el modelo de protección para la vejez como desarrollo de la 
iniciativa del Piso de Protección Social  creado por la OIT.  
● Analizar la incidencia de los programas del Modelo de Protección a la Vejez, en el 
aumento de la cobertura del Sistema de Seguridad Social en pensiones para el 
adulto mayor y si estos  reúnen las condiciones de Piso Mínimo de Protección 
Social en los términos de la OIT.  
 
3. Marco Teórico 
3.1. Estado del Arte 
El tema de la seguridad social se ha examinado desde diversas perspectivas, la 
evolución doctrinaria ha pasado desde mencionar que la seguridad social debe ser una línea de 
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política pública cuyo principio parte de la Universalidad, hasta aquellos tratadistas que han 
descrito esta materia como un derecho, un ideal político social orientado hacia la seguridad y 
fundamentado en la cooperación y solidaridad social. Así mismo, la seguridad social se ha 
planteado desde la perspectiva de garantizar jurídicamente los medios económicos y las 
necesidades determinadas por contingencias sociales, determinando así el espectro de su 
cobertura como una necesidad para toda la población su acceso y disfrute.  Entonces, el derecho 
a la seguridad social es visto como una rama especializada del derecho del trabajo y como uno de 
los instrumentos modernos eficaces de la administración de prestaciones del derecho clásico que 
tiende a sustituirlo en su cobertura y campo prestacional. (Vargas, 1986) 
 
Así pues, la discusión de la reforma en los sistemas pensionales viene desde los años 80, 
teniendo en cuenta los diversos acontecimientos que fueron surgiendo, el proceso de 
envejecimiento iba a afectar en gran medida las finanzas de los fondos de seguridad social, los 
regímenes pensionales tenían que ajustar los beneficios y las contribuciones, debiendo ajustar sus 
sistemas capitalizándolo para hacer frente al envejecimiento, así mismo, otra de las discusiones 
del momento son los sistemas opuestos el de reparto/solidaridad/público y el de capitalización 
/individual/privado, siendo un debate financiero, adicional a esto, problemáticas como un 
número cada vez mayor de jubilados, aumento de longevidad, disminución de la tasa de 
natalidad la presión demográfica siendo especialmente grave para los sistemas de reparto, un 
mayor deterioro financiero y una potencial insolvencia a largo plazo de los planes de pensiones 
requeriría un mayor apoyo del sector público implicando obligatoriamente una carga fiscal a los 
contribuyentes para prevenir la insolvencia de la misma.  (Conferencia Interamericana de 
Seguridad Social, 2010) 
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Entre tanto, respecto a la cobertura que ha sido la preocupación desde antes de la 
expedición de la ley 100 de 1993, tiene para esa data las siguientes cifras de afiliación al sistema: 
Trabajadores privados  y pensionados eran de 2.202.569, los beneficiarios de los primeros 
correspondían alrededor de los 1.211.413 para un total de la población de 3.413.982, lo que 
significaba el 12% del total de la población y aproximadamente un 25% de la población 
económicamente calculada que era de 9.522.067. (Cañon, 1989) En tales circunstancias desde 
antes de la ley 100, varios tratadistas expusieron propuestas que permitieran atacar el grave 
problema que afronta la seguridad social pensional: la cobertura. Dentro de las propuestas 
realizadas esta en tomar la población total e ir incorporando paulatinamente grupos poblacionales 
que no tienen protección para que vayan siendo cubiertos por una serie de servicios elementales 
que se irían mejorando y aumentando progresivamente. (Cañon, 1989) 
En tal construcción descriptiva cabe señalar que, la necesidad de una reforma que atienda 
la principal necesidad de la población colombiana es un hecho que se ha venido estudiando, más 
aún cuando una de las condiciones que los organismos de crédito fijan al gobierno para recuperar 
la economía y disminuir la presión fiscal es la reforma pensional. A partir de tal consideración, 
surge la necesidad de extender la cobertura y proteger a los colombianos que llegan a la tercera 
edad, las razones fiscales hacen referencia a que las obligaciones internas y externas de la nación 
están siendo calculadas en $85,3 billones lo que representa el 46% del PIB y es el doble de lo 
que era hace varios años. Del presupuesto del año 2002 estimado en 62 billones, cerca del 40% 
se destina a cancelar las obligaciones internas y externas, mientras que menos del 10% se orienta 
a la inversión, por el contrario, para pagar pensiones solo se destina el 3% de los ingresos. (CID., 
2002) 
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Por otra parte, el proceso de transición al que ha sido sometida la seguridad social ahonda 
más las dificultades fiscales del sistema, el primer costo fiscal es el de la desfinanciación; el 
segundo, es la garantía de la pensión mínima y el tercero, es el financiamiento de las cotizaciones 
antes de la ley 100 de 1993, adicional a esto, el contrato de trabajo pierde cada día más 
importancia: en 1996 de cada 100 personas 54 eran empleados en empresas privadas, y en las 
estadísticas del año 2000 esta cifra se cayó al 47%, es  decir que para ese año,  de cada 100 
trabajadores el 54 no tenían contrato de trabajo. 
Ahora bien,  otros de los problemas del sistema pensional es la afiliación y portafolio de 
inversiones; en el año 2000 de cada 100 trabajadores solo 35 estaban afiliados al sistema 
pensional por efecto de la crisis económica, respecto a la afiliación según el nivel de ingresos se 
tiene que el 79% de los afiliados cotizan sobre uno y dos SMLV y tan solo un 4% corresponden 
a más de siete SMLV. (CID., 2002) 
El sistema presenta grandes dificultades para cumplir con los principios de universalidad, 
eficiencia y solidaridad lo que hace necesaria una reforma para que todos los colombianos tengan 
acceso a la seguridad social. Una de las razones para llevar a cabo la reforma pensional era el 
impacto que se podía esperar en el mercado de capitales, el incremento en los aportes obrero 
patronales, además de fortalecer el ahorro permitiría que los fondos privados de pensiones 
invirtieran en acciones del sector real con lo cual se dinamizaría la economía y de manera 
adicional se podría aumentar la cobertura por el aumento en la demanda por empleo. Sin 
embargo, al examinar la distribución del portafolio para los años 2000 y 2001 se encuentra que 
tan solo el 14% de las inversiones de las AFP se destinan a este sector y que para el último año 
en consideración un porcentaje similar se está destinando a los bonos emitidos por el sector 
financiero. (CID., 2002) 
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Además, el peligro que representa el pasivo pensional según las proyecciones del DNP eran 
que para el 2000 y 2050 este representaría el 200% del PIB, de este pasivo el 61% correspondía 
al extinto ISS, el 55% a las cajas públicas nacionales, el 17% es de los bonos pensionales a cargo 
de la nación, el 26% corresponde al fondo del magisterio y el 39% restante a las fuerzas armadas 
ya la policía, por lo tanto de esas efectos se proyectaba que las reservas del extinto ISS se 
agotarían en 2008. Aunado a lo anterior 8 de cada 10 colombianos no están cubiertos por el 
sistema y en 2001 solo el 23% de adultos mayores con igual o mayor edad para pensionarse 
están cubiertos por el sistema, en el RPM se subsidia de manera regresiva entre el 42% y el 72% 
de cada pensión reconocida actualmente, la tasa de cotización en el mundo oscila entre el 18% y 
el 20% del ingreso, la tasa de reemplazo es muy alta con relación al periodo de cotización 20 
años 65%. (CID., 2002) 
3.2 El Sistema de Seguridad Social en Pensiones en Colombia: un constante desafío 
El concepto de seguridad social sobre pensiones en Colombia según Acevedo (2010), tuvo en 
principio elementos relativos al Estado Confesional del siglo XIX y estuvo marcada, en gran 
medida, por la incidencia de la Iglesia Católica (Nugent, 1997). Posterior a esta tendencia, los 
fundamentos y bases del Sistema de Seguridad Social en el país tuvieron un nuevo rumbo 
después del proceso de modernización de las instituciones en la segunda mitad del siglo XX, 
gracias a una tendencia de origen europeo, en principio de Alemania y posteriormente de 
Francia, que establecieron la Seguridad Social como un objetivo fundamental del Estado Social 
de Derecho. 
En tal contexto y teniendo en cuenta la caracterización establecida por (Acevedo, 2010) que 
argumenta que no existen dos sistemas de Seguridad Social similares en su totalidad, el sistema 
colombiano se desarrolló sobre la marcha instituyendo en sí una característica diversa, 
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desestructurada y poco efectiva (CEPAL, 2009). Esta etapa estuvo caracterizada por la existencia 
de cinco subsistemas que buscaban regular de manera individual e independiente la seguridad 
social:  1. el de Asistencia Pública,  que respondía a las necesidades mediante el sistema de salud 
estatal; 2. el del Seguro Social, que buscaba dar respuesta a las necesidades de salud, cesantías y 
pensiones a los trabajadores privados; 3.el de la Previsión Social, que atendía las necesidades de 
los empleados del Estado;  4. el de Subsidio Familiar, que permitía establecer un apoyo para el 
bienestar de las familias; y 5. el de Asistencia Social,  que pretendía proteger a la población que 
quedaba excluida de los otros servicios asistenciales, tal como también lo refieren instituciones 
internacionales que han estudiado el caso. (OISS, 2011) 
De manera similar, otros análisis reconocen la imposibilidad de que un sistema único pudiera 
brindar elementos fundamentales para considerar un proceso de seguridad social integral previo a 
la Ley 100 de 1993. En Principio, el modelo inició con el reconocimiento de algunas necesidades 
establecidas en beneficio de los trabajadores, basadas en la ley del seguro obligatorio, tomada del 
siglo XIX en Alemania por el Canciller Otto Von Bismarck (Rocha, 2010). Así mismo, tal como 
se afirmó en el párrafo anterior, a partir de las transformaciones sociales y cotidianas, el Estado 
colombiano fue implementando nuevos elementos configurados por los subsistemas 
denominados con antelación, con poca concordancia y articulación, en la que la aparición de 
nueva legislación y elementos de auto crecimiento y subsanación por parte de las empresas y 
entidades llevaron a consolidar en la primera mitad del siglo XX un sistema desarticulado, 
fragmentado y con pocos niveles de cobertura e integralidad. 
La seguridad social apareció entonces como el mecanismo institucional y financiero que 
garantizaba el acceso de los trabajadores a sus prestaciones sociales.  En Colombia, el 
desarrollo de la seguridad social estuvo marcado por una fuerte diferenciación entre el 
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sistema de los trabajadores privados, denominado de la seguridad social, y el de los 
funcionarios públicos, conocido como de la previsión social.  De esta manera, el ICSS se 
convirtió en una entidad monopólica de afiliación del sector privado, creando en su 
interior un sistema de solidaridad entre las distintas regiones y ramas de la producción 
industrial. Entre tanto, la Caja Nacional de Previsión cubrió solamente una parte del 
sector central del gobierno nacional, mientras que cada dependencia, entidad o empresa 
pública que logró acumular algún poder lo utilizó no para fortalecer un sistema nacional 
de previsión social sino para reivindicar el derecho a segregarse y conformar su propia 
entidad previsora. (Rocha, 2010) 
Este sistema logró un desarrollo progresivo, desarticulado y más bien improvisado, que tuvo 
lugar, según (Leal & Rincón, 2007) en el periodo comprendido entre las primeras tres décadas 
del siglo XX y la consolidación de la Constitución Política de 1991. Su desarrollo es 
categorizado por (Leal & Rincón, 2007) en cinco periodos específicos a saber: el primero 
denominado Periodo de Dispersión, se ubica desde el nacimiento de la República hasta el año de 
1945, en el que no es posible definir la existencia de un sistema de carácter definido, sino que 
por el contrario se evidencian algunas acciones dispersas que tienen una naturaleza similar a la 
de un sistema pensional. En este periodo son de reconocer avances como la Ley 50 de 1886, 
mediante la cual se declara la pensión por invalides a miembros civiles del Estado y se amplía la 
pensión de gracia a los maestros, pues era exclusiva para los militares. Así mismo son 
destacables en el periodo la Ley 29 de 1905 que generó la pensión para los magistrados de la 
corte suprema poniendo un rango de edad y a los empleados civiles del Estado con más de 30 
años del servicio, además son destacables la Ley 82 de 1912 que crea la primera caja de 
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previsión civil futuro CAPRECOM y la Ley 75 de 1925 que crea la primera institución de 
seguridad social en el país el Fondo de retiro de las fuerzas armadas. 
El segundo periodo según (Leal & Rincón, 2007) reconocen el lapso de 1945 hasta 1967 
como el de Organización del Sistema, caracterizado por una suerte de normas que buscaban una 
regulación inicial, en este lapso son destacables reformas como la generada por la Ley 6 del 1945 
en la que se establecen las prestaciones sociales patronales y luego el seguro social obligatorio, 
además de la creación de CAJANAL, la Ley 90 de 1946 que funda el Instituto de Seguros 
Sociales. Así mismo en la década de 1960, se dan grandes avances en materia pensional 
mediante decretos que regulaban el seguro de riesgos y de pensiones para todos los trabajadores. 
Consecuentemente (Leal & Rincón, 2007),  establecen un tercer periodo comprendido entre 1967 
y 1977 denominado periodo de expansión, en el que se amplían los beneficios logrados en las 
décadas anteriores y se aumenta la cobertura respecto a la seguridad social pensional en el 
territorio nacional. Cuenta de esto es el Decreto 1824 de 1965 que entró en vigor en 1967 
mediante el cual el Sistema de Seguros Sociales pasa de atender solamente asuntos de 
maternidad, enfermedad y riesgos profesionales, a cobijar invalidez, vejez y muerte. Así mismo 
se amplió el Seguro Social para la familia del afiliado, aumentando la cobertura de manera 
significativa hasta un 37, 5% de la población (Leal & Rincón, 2007). 
Así mismo,  identifican un periodo denominado de Cambios y Crisis comprendido entre 1977 
y 1990, este lapso estuvo caracterizado por una etapa de cambios iniciada por la Ley 12 de 1977 
que establece la capacidad y autoridad del Estado para modificar los elementos del Seguro 
Social, así mismo son importantes los cambios generados por la Ley 33 de 1985, que estimó una 
unificación respecto a la edad de pensiones, además de la Ley 71 de 1988, que buscó mejorar las 
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condiciones de los pensionados, como la sustitución pensional, la unificación de condiciones y el 
aumento de cobertura a trabajadores excluidos por la reglamentación previa.  
No obstante, durante el referido periodo también tuvieron lugar diversos fenómenos que 
llevarían a cuestionar el avance y el direccionamiento del sistema pensional que llevaba el país 
hasta ese momento. En tal sentido, los cambios paradigmáticos sufridos por la sociedad mundial, 
el avance en el conocimiento social y económico y las transformaciones demográficas llevaron a 
que los regímenes políticos y jurídicos a nivel mundial entraran en crisis y se desarrollaran 
nuevas perspectivas de acuerdo a las necesidades urgentes, al final del siglo, estos cambios 
fueron a su vez la respuesta a toda una serie de experiencias vividas a nivel mundial, 
especialmente a lo que se ha venido a denominar la globalización de la economía, como 
respuesta a los profundos cambios políticos y socio-económicos del planeta, en buena parte 
debido a la “caída” del socialismo, con lo cual se proclamó el triunfo de la economía capitalista 
globalizada. En adelante se dieron importantes ajustes macroeconómicos que se tradujeron en 
drásticas medidas sobre las finanzas públicas y las políticas monetarias, con el propósito de 
facilitar el comercio internacional. La entronización del nuevo modelo económico se vio 
reflejada en la más reciente etapa de cambios institucionales: la expedición de la Constitución 
Política de 1991. En ella se registra una nueva visión de los derechos laborales y también un 
nuevo modelo de seguridad social para el país. (Leal & Rincón, 2007)  
3.2.1 Reformas legislativas y caracterización del Sistema de seguridad social en pensiones 
en tiempo reciente. 
 
En tal perspectiva, la nueva Constitución Colombiana de 1991 establecería nuevos 
lineamientos ius filosóficos respecto a los derechos de los trabajadores y de las personas de la 
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tercera edad. No obstante, el aspecto más importante en la Constitución Política de 1991 es el 
que refiere a la consagración de la Seguridad Social, incluida la pensión como un derecho 
público de carácter obligatorio y con responsabilidad directa del Estado. En tal contexto según 
(Torres & Osorio, 2011), el desarrollo de la legislación y la puesta en agenda respecto al sistema 
pensional en Colombia da un viraje significativo, en primera instancia en la medida en que se 
abandona la concepción de asistencialismo presente en todos los periodos anteriores, pero 
además porque se busca por primera vez en la historia, la unificación y consolidación de un 
sistema único que compile lo que antes estaba disperso, inconexo y desestructurado. 
En tal perspectiva el surgimiento de una nueva política pública, tendría como consecuencia,  
un marco normativo que permitiría establecer un Sistema de Seguridad Social y pensional, en 
este contexto,  se desarrolló la Ley 100 de 1993, que tenía como objetivos fundamentales:  
ampliar la cobertura, unificar los criterios de pensión, enfrentar los cambios demográficos y 
hacer el sistema financieramente sostenible. 
La Constitución de 1991 facilitó la reestructuración del sistema pensional, pero fue la Ley 
100 de 1993 la que reformó de manera estructural la seguridad social del país y sentó las 
bases del actual sistema pensional… De esta manera se pretendió adecuar el sistema 
pensional de Colombia con las necesidades demográficas y económicas actuales, y dar 
cumplimiento a las características propias de un Estado Social de Derecho. (Arrieta, 
2011)  
Así pues, a partir de la promulgación de la Ley 100 de 1993 promovió como principio 
fundamental la necesidad que las personas se afiliaran de manera oficial y obligatoria al 
régimen pensional, esto se daría mediante la implementación de dos regímenes 
específicos a saber. Por una parte se concretó la existencia del Régimen de Prima Media 
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con Prestación Definida (RPM), de carácter público, basado en el principio de solidaridad 
y los aportes de los cotizantes eran incluidos en un fondo común y administrados por el 
Instituto de Seguros Sociales -ISS-. La solidez y sostenibilidad del fondo común depende 
del número de afiliados, de la edad de los afiliados, de los beneficios a distribuir, del 
valor y frecuencia de los aportes, de la rentabilidad de las inversiones hechas por el ISS y 
de sus costos de administración. (Arrieta, 2011)  
Por otra parte, se creó un régimen paralelo denominado Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad (RAIS), donde los aportes se dirigen a una cuenta de ahorro individual que en 
cálculo de semanas y contribuciones lograrían sustentar el pago pensional de los afiliados, en 
este régimen quienes manejan las cuentas son instituciones privadas o AFPs. Así mismo, en 
busca de la sostenibilidad del sistema, los afiliados a este régimen que superen los 3 SMLMV 
deberán hacer un aporte extraordinario del 1% que a su vez contribuirá al fondo de Solidaridad. 
Así mismo, es importante señalar que se especificó la edad de pensión en 55 años para  las 
mujeres y 60 años para los hombres en ambos regímenes, hoy 57 y 62  respectivamente.  
No obstante lo anterior, en el desarrollo del nuevo sistema pensional establecido por la 
ley 100, existieron varios elementos que generaron un desequilibrio financiero que hizo 
inoperable el sistema pasados diez años de su fundación. Varios regímenes especiales con 
altos costos fiscales, la concesión de generosos privilegios por transición del régimen de 
prima media al de ahorro individual, el reconocimiento del derecho a una pensión mínima 
para afiliados con 20 años de contribuciones y la migración de afiliados entre el régimen 
de prima media a las AFPs, fueron las causas principales del agotamiento de las reservas 
del ISS al cumplirse tan solo 10 años de vigor de la Ley 100 de 1993 (Arrieta, 2011). 
32 
  
 
En tal perspectiva, se hizo urgente realizar modificaciones a la legislación con el fin de 
ajustar el gasto fiscal y la insuficiencia del sistema, en tal sentido según (Santamaria, 
2010),  surgió la ley 797 del 2003, con la que se buscaba realizar una recapitalización del 
fondo del ISS para asegurar el cumplimiento de los pagos adquiridos por el sistema. Así 
pues de acuerdo a este autor, la reforma constituida por esta ley se centró específicamente 
en seis puntos s saber: el aumento de la cuota de contribución de los afiliados; el aumento 
al tiempo mínimo de cotización para el acceso a la pensión; modificación de las tasas de 
reemplazo para pensión en el régimen de prima media; una reducción del periodo de 
transición establecido en la ley 100, la reducción de las comisiones para los procesos 
administrativos de las AFPs y la obligatoriedad de aportar por parte de los 
independientes. Así mismo, en el mismo año se decretó la ley 860 de 2003, con el fin de 
subsanar algunos vicios de inconstitucionalidad de la Ley 797 de 2003. Los vicios 
subsanados hacían referencia a la población beneficiaria del régimen de transición 
(quienes se encontraban cotizando en un régimen y debían ser transferidos al nuevo) y la 
distinción entre otorgamiento de beneficios por pensión de invalidez por enfermedad y 
accidente. (Arrieta, 2011). 
Posterior a tal legislación tuvo lugar el Acto Legislativo 01 de 2005, mediante el cual se 
buscaba modificar algunos elementos constitucionales respecto al sistema pensional del país; en 
esta reforma, se buscó terminar los regímenes especiales preexistentes y que desde la legislación 
superior se estableciera un marco para tal decisión. En tal sentido el Acto Legislativo 01 de 2005 
modificó el artículo 48 constitucional, estableciendo nuevos lineamientos que contribuyeran a un 
ahorro fiscal, eliminando los regímenes especiales de Ecopetrol, el Magisterio, el Congreso y 
manteniendo el de la fuerza pública y el presidencial. No obstante, tal como lo han advertido 
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(Nava & Gonzales, 2015), el Acto Legislativo 01 de 2005 generó una tensión entre los elementos 
fiscales del régimen pensional y los elementos relativos a los derechos de los trabajadores y de 
los pensionados, debido a tal razón fue demandado por inconstitucionalidad en varias ocasiones 
y su impacto real sobre algunos derechos adquiridos y sobre convenciones firmadas por el 
Estado colombiano resultaron incrementando la tensión antes nombrada. 
Bajo este panorama se ha desarrollado el sistema pensional en Colombia, esto ha  traído 
consigo múltiples impactos sobre el derecho a la pensión de los colombianos, sobre el sustento 
fiscal de la propuesta y sobre la cobertura. En tal sentido se hace necesario un análisis de la 
situación actual del sistema, las condiciones sobre las cuales se ha garantizado el derecho a la 
pensión en el país posterior a las reformas legislativas y los factores que han incidido en su 
desarrollo.  
3.2.2. Situación Actual del Sistema de Seguridad Social en Pensiones en Colombia: un 
análisis del problema de cobertura y otros factores asociados a su funcionamiento. 
 
Uno de los factores que implican mayor análisis respecto a los regímenes pensionales es el de 
la cobertura, puesto que resulta el primer indicador para la evaluación de una política pública 
eficaz en materia de tercera edad. En tal perspectiva, la cobertura determina una comparación 
entre el número de personas en edad de recibir pensión y el número de personas que adquirieron 
y son titulares de este derecho respecto del total de la población adulto mayor en Colombia. En 
tal sentido, la cobertura  del Sistema  de Seguridad Social en Pensiones no solo requiere un 
mayor análisis, sino que es pertinente de acuerdo a los principales problemas pensionales que 
aquejan a América Latina desde hace décadas (CEPAL, 2014). 
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El mayor desafío de la política  pública para la tercera edad en materia pensional de 
pensiones al que se enfrentan en la actualidad la mayoría de los países de América 
Latina y el Caribe (ALC), es la baja cobertura de los sistemas de pensiones, tanto en 
términos de proporción de trabajadores que participan en los sistemas pensionales como 
la proporción de personas mayores que reciben algún tipo de pensión. Por lo tanto, los 
esfuerzos por cerrar la brecha en términos de cobertura, por ejemplo, a través de las 
pensiones no contributivas, están en el centro del debate sobre la política de pensiones 
en la región. Sin embargo, estas políticas podrían plantear desafíos fiscales 
significativos en las próximas décadas debido a que la población envejece. (OCDE, 
2015) 
   En tal orden, dicho problema,  -baja cobertura-  ha sido caracterizado por (Pérez, 2016) 
como  el desarrollo de condiciones pensionales desiguales que generan a su vez un problema 
financiero, en el que se otorgan grandes cuantías a un mínimo de la población que ejerce el 
derecho a la pensión y un alto número de personas en edad de pensión por fuera del sistema y sin 
posibilidad de ser asistidos por él. Para (Pérez, 2016),  este problema es la representación del 
escenario socio económico nacional, caracterizado por la desigualdad de ingresos y de desarrollo 
económico. 
El sistema de pensiones actual vulnera el principio de la igualdad y de equidad, ya que 
en el 2012 sólo recibió una pensión el 30% de la población en edad de jubilación (Pérez, 
2016).  Históricamente, Colombia se ha caracterizado por sus bajos niveles de cobertura 
pensional, por ejemplo, cerca de 1.5 millones de colombianos cuentan con una pensión 
de vejez actualmente (o cerca de 1.8 millones si se tienen en cuenta los regímenes 
especiales como magisterio y fuerza pública), cuando existen alrededor de 5.5 millones 
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de personas que superan las edades de pensión (55/60 mujer/hombre hasta el año 2014 y 
a partir de allí 57/62 mujer/hombre). Ello implica que la cobertura pensional en 
Colombia llega solo al 27%, menos de la mitad del 64% de la cobertura promedio 
observada en América Latina. (ANIF, 2017)  
Por otra parte, cabe señalar además que según (ANIF, 2017) el problema de la cobertura en el 
sistema pensional colombiano tiene diversas causas agravantes como lo son: las altas tasas de 
informalidad laboral, las bajas tasas del salario promedio respecto a las de otros países de la 
región y un significativo aumento de los costos salariales directos e indirectos a cargo de los 
empleadores.  
Una de las causas que estancan la posibilidad de aportar al sistema pensional, es el alto 
nivel de informalidad, no solo de los que buscan trabajar por su propia cuenta… según 
la encuesta 123 del DANE de marzo de 2011, el 46,2% de las microempresas son 
informales; cifra bastante representativa si se tiene en cuenta que en Colombia, el 95,2% 
de las empresas son micro establecimientos, a la vez esta culpabilidad no es solo por 
parte del empleador, sino también por los empleados que muchas veces buscan este tipo 
de contratos puesto que los costos por los descuentos en aportes hacen que la demanda 
por un empleo formal disminuya. (Castillo, 2013)  
De acuerdo con (ANIF, 2017), la segunda causa que incide en el desarrollo del régimen 
pensional colombiano es la baja propensión al ahorro. Este problema está influenciado 
directamente con el bajo nivel de ingreso descrito con antelación. Bajo tal argumento, Colombia 
se encuentra en la franja de países con ingreso medio, la gran desigualdad económica oculta la 
pauperización en las condiciones de ingreso de gran cantidad de la población del país. Esta 
situación conlleva a que el sistema pensional niegue constantemente las solicitudes de los 
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afiliados que no pueden servirse del ejercicio del derecho a pensión, casi siempre por elementos 
relacionados con el ahorro, bien sea con los montos, o con el tiempo mínimo de permanencia que 
ha tendido el aportante adulo mayor.  
Esta baja propensión al ahorro se ve reflejada en que la devolución de saldos en el RPM 
ocurre en cerca de un 70% de los casos  por insuficiencia de semanas de contribución a 
la seguridad social. En el caso del RAIS, alrededor de un 50% de las devoluciones se da 
por insuficiencia de montos y/o semanas de contribución. En efecto, al cierre de 2016, 
las AFPs en Colombia mostraban ahorros pensionales de solo el 22% del PIB (ver 
gráfico 6). Nótese que, tras los mismos veinte años de vida de las AFPs, Chile mostraba 
ahorros por un 56% del PIB, señalando que en Colombia la existencia del RPM drena 
parte del potencial de ahorro. (ANIF, 2017)  
Sumado a lo anterior, otra causa incidente en el desarrollo y logro de objetivos del Sistema 
Pensional en Colombia, radica en las malas condiciones de vida y de bienestar a los que se ve 
abocada la población del grupo etario de la tercera edad, frente a tal perspectiva la (ANIF, 2017), 
reconoce como respuesta por parte de los  gobiernos de Colombia de los últimos 15 años, una 
corriente de políticas de orden asistencialista que buscan mitigar el impacto de la baja cobertura 
del sistema pensional.  
En consecuencia, los programas en desarrollo de las políticas públicas que buscan mejorar las 
condiciones de vida digna del grupo etario de la tercera edad que resulta afectado de las causas 
referidas, se consolidan en el denominado programa: Colombia Mayor que busca mediante 
subsidios, mitigar las condiciones desfavorables y en extrema pobreza, en las que viven más de 
2.400.000 personas de la tercera edad del país (este programa será analizado en el siguiente 
capítulo). No obstante para la (ANIF, 2017), este programa tiene problemas estructurales 
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relativos a los siguientes aspectos: cobertura, en la medida en que solo beneficia a un 65% de la 
población en tal condiciones; montos, en tanto los subsidios otorgados no permiten superar la 
línea de pobreza; y condiciones de acceso a los subsidios, los cuales no responden a las 
necesidades o que resultan obstáculos en su adquisición. Así mismo, (ANIF, 2017) registra el 
programa de BEPs como una estrategia en la mitigación de la problemática de la vejez en 
Colombia, no obstante, reconoce que este programa se ve afectado por los mismos 
inconvenientes del sistema general: cobertura, ahorro y sostenibilidad.  
Las cifras disponibles nos indican que se han inscrito a dicho programa 560.000 
personas, pero, en realidad, ahorradores tan solo han sido cerca de 114.000 (un 20% del 
total). Más aún, los montos ahorrados dejan mucho que desear, pues el total tan solo 
asciende a $16.000 millones, lo cual implica ahorros de solo $12.000/mes/persona. El 
gobierno está en mora de repensar el esquema de los BEPs, pues su costo administrativo 
de $90.000 millones luce exagerado frente a los bajos montos de ahorro generado y el 
bajo número de beneficiarios. Colpensiones y el MHCP están en deuda con la opinión 
pública en materia de realizar un juicioso balance costo/beneficio en este frente de los 
BEPs. (ANIF, 2017)  
Finalmente, en este análisis de las causas incidentes en el desempeño actual del sistema 
pensional en Colombia, es necesario destacar el gasto social y la inequidad pensional. A 
propósito cabe anotar cómo en el marco del ordenamiento superior establecido por la 
constitución de 1991, los gobiernos debieron instaurar nuevos elementos relativos a la inversión 
social y el gasto público, que posibilitarán la garantía de los derechos civiles. En los últimos 15 
años, se ha generado un aumento regular en el gasto social, evidenciándose un crecimiento de la 
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inversión social en el PIB de 3 puntos porcentuales en este periodo, pasando de 7 % en 2002 a 10 
% en  2017 (ANIF, 2017).  
No obstante, estos avances en el gasto social no han tenido repercusión real en la 
redistribución de los ingresos en las poblaciones que más lo requieren y no han sido suficientes 
para mitigar el problema  de las personas en edad de  pensionarse que no puede acceder a este 
derecho y que vive en condiciones de indignidad y de extrema pobreza. En tal sentido, se plantea 
una tensión existente en el ámbito financiero de los sistemas pensionales, entre la política pública 
respecto al gasto social o la sostenibilidad fiscal del sistema, por lo que se hace necesario 
replantear las estrategias actuales y definir mecanismos que permitan mejorar tanto en aspectos 
de progresividad en la garantía de los derechos, pero también que eviten la regresividad respecto 
a la sostenibilidad fiscal. 
La sostenibilidad del sistema pensional colombiano no solo dependerá del marco que el 
Estado tiene que definir para lograr la eficiencia de los recursos, sino también de las políticas que 
se implementen para resolver las desigualdades en los montos recibidos por adulto mayor. En 
Colombia, actualmente una minoría tiene derecho a unas pensiones de hasta 30 millones pesos. 
Esta minoría por lo general fueron funcionarios del Estado, y representan la mayor carga a todo 
el sistema.  (Pérez, 2016)  
Por último, para 2018 la situación actual del Sistema de Seguridad Social en Pensiones 
en Colombia se encuentra en un grave quebrantamiento fiscal, acompañado de una falta 
de universalidad que implica su cobertura y una desigualdad evidente, generadas por la 
denominada falta de “solidaridad intergeneracional” como consecuencia de: i) En primer 
lugar, la transición demográfica que implica que con el paso del tiempo haya cada vez 
menos trabajadores activos para sostener con sus cotizaciones las pensiones de un 
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número cada vez más grande de adultos mayores. Este fenómeno está explicado por la 
caída en la tasa de natalidad de las mujeres y por el dramático incremento en la esperanza 
de vida de las personas. ii) El segundo problema estructural, que se encuentra en países 
como México, Perú y Colombia es la informalidad laboral, que no permite que los 
trabajadores ocupados coticen en su totalidad la seguridad social. En Colombia tenemos 
22 millones de ocupados según el DANE, de los cuales tan solo 8 millones están 
cotizando a pensiones. De esta forma, la informalidad alcanza un 65% de la población 
ocupada. iii) El tercer problema es la digitalización de la sociedad, dado que se suple 
mano de obra humana por los sistemas y la tecnología, agravando la falta de solidaridad 
intergeneracional. iv) El cuarto factor que tiene en crisis a los regímenes de pensiones de 
reparto, es su baja “rentabilidad”. v) El quinto problema es la enorme inequidad del 
Sistema de reparto y de los regímenes entre sí. vi) El sexto problema estructural es la 
inexistencia de un régimen de seguridad social en pensiones, que cobije a los trabajadores 
informales o a los que tienen bajas densidades de cotización. vii) El séptimo, es su 
precario gobierno corporativo, debido a que entidades como Colpensiones se tiene que 
ceñir a los cambios políticos en sus directivos, situación que genera diferentes tropiezos y 
desconocimiento de la problemática técnica de dicha entidad.  (Contraloría General de la 
República, 2018) 
Su gran falla estructural que radica inicialmente en su sostenibilidad, se evidencia en el pago 
de pensiones cuyo déficit anual está absorbiendo una tercera parte de los ingresos por impuestos 
del gobierno nacional, y representa un 14 por ciento del PIB, siendo el mayor rubro de gasto 
público, estando por un valor de 40 billones de pesos aproximadamente, cifra que representa el 
62% del gasto en Protección Social,  y el 22% del presupuesto general de la nación , siendo 
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financiados en su mayoría por impuestos, estos 40 billones que pagan las pensiones se dividen de 
la siguiente forma: 12,1 billones dirigidos a Colpensiones,  10,1 billones para el pago de 
pensiones de FOPEP, 7,9 billones para las pensiones de las fuerzas militares, 6.3 billones para 
las pensiones del Magisterio, los ingresos actuales de Colpensiones no permiten cubrir la deuda 
de sus pensiones con sus incrementos futuros debido a que la mayoría de los afiliados están en el 
RAIS con 14,8 millones de afiliados (Contraloría General de la República, 2018). 
En Colombia de cada 100 adultos mayores, 68 no recibe ninguna pensión, dicha cifra es 
concordante con  los porcentajes  de cobertura pensional que se evidencian  en el siguiente 
cuadro: 
 
 
Figura 1. Cobertura del régimen pensional colombiano, 2017 
  
Las cifras de cobertura pensional no se compadecen con el total de población de la tercera 
edad, debido a que el sistema pensional solo está dirigido a aquellas personas que trabajen en el 
sector formal de la economía, con una frecuente estabilidad laboral, sin tener en cuenta a aquella 
población informal que se divide en dos tipos: a. Los informales que no tienen acceso a un 
ingreso estable que permita realizar cotizaciones, b. Aquellos informales que tienen la capacidad 
económica de realizar cotizaciones permanentes y frecuentes pero que prefieren invertir en 
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bienes diferentes para su ingreso económico en la tercera edad. (Contraloría General de la 
República, 2018) 
Otros de los principales problemas que enfrenta el Sistema General de Pensiones en 
Colombia, aparte de la sostenibilidad financiera y baja cobertura, es la inequidad del sistema de 
reparto “subsidios”  de las pensiones que hacen necesario emitir una política pública de 
protección a la vejez, que cumpla con las condiciones mínimas para ser una solución que abarque 
minino el 90% de la población adulta mayor. (Contraloría General de la República, 2018)   
Según cifras del Departamento Nacional de Planeación, uno de cada cinco adultos mayores 
se encuentra en condiciones de pobreza. Actualmente, solo el 37 % de la población adulta mayor 
tienen ingresos superiores al SMMLV y 20 % declara no recibir ningún ingreso, Fedesarrollo 
señaló que la tasa de pobreza en los adultos mayores es el doble del promedio nacional. 
Situación que es atípica a nivel internacional e incluso en América Latina. (Universidad de los 
Andes, 2017)  
En conclusión, el sistema pensional colombiano se ha visto afectado por diversas  causas  que 
inciden en su desarrollo y funcionamiento que  conllevan a que el sistema no proteja a la 
población de la tercera edad ni le permita acceder al derecho pensional o ingreso económico en 
su etapa improductiva, acrecentando la pobreza en dicho grupo etario, también se evidencia un 
problema fiscal que pone en riesgo la sostenibilidad financiera de las pensiones en el país. No 
obstante, el análisis permite colegir que el problema resulta estructural y que es necesario atacar 
aspectos puntuales que posibiliten su mejoramiento y eficiencia. 
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3.3. Esquema Flexible de Protección para la Vejez como Piso de Protección Social 
 
De acuerdo a lo planteado en el capítulo anterior, se hace necesario establecer un análisis de 
los programas existentes para mitigar el problema evidenciado en el Sistema General de 
Pensiones. Para lograr lo anterior, es necesario hacer un análisis de dos (2) elementos esenciales: 
por una parte analizar los pisos de Protección Social, como una política orientada desde la OIT 
para los países con población en situación de indefensión y con la necesidad de garantizar sus 
derechos con progresividad; y por otra, el Programas Colombia Mayor  (PCM) y Beneficios 
Económicos Periódicos (BEPS). Este análisis posibilitará pensar en estrategias de política 
pública que generen alternancia entre los elementos relativos a la progresividad de los derechos 
en el régimen pensional colombiano y una estabilidad fiscal que posibilite aumentar la cobertura 
en el tiempo, el cual resulta siendo el principal reto para el desarrollo de la agenda pensional en 
el país.  
3.4. Los Pisos de Protección Social como instrumento de la Política Pública de Protección 
de la Vejez.  
Es importante iniciar señalando como, en los últimos 20 años los Sistemas de Protección 
social han logrado trascender de manera central en el desarrollo de la política pública a nivel 
internacional. Lo anterior se hace evidente a partir de la 98° Conferencia Internacional del Trabajo, 
en la que se constituye El Pacto Mundial por el Empleo: Para recuperarse de la Crisis (OIT, 
2009) desde el que se trazan diversos planteamientos, objetivos y metas que caracterizarán la 
política de la protección social hacia futuro. Para la OIT el empleo y la Protección Social serán el 
énfasis de lo pactado, puesto que a partir de allí se buscaría que las economías se recuperen y que 
la mitigación de las problemáticas sociales resultantes de los problemas de garantía de derecho a 
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la población sea alcanzada. Por ende, el pacto presenta una agenda integral que puede ser 
implementada en escenarios locales, regionales, nacionales y globales, fortaleciendo las 
condiciones de vida y de garantía de derechos a las poblaciones más vulnerables para los Estados 
miembros (OIT, 2009). En consecuencia, el pacto apunta a elementos claves a saber cómo son: 
(1) seguridad básica de los ingresos, mediante diversas formas de transferencias 
sociales (en efectivo o en especie), tales como pensiones para los adultos mayores o para 
las personas con discapacidades, prestaciones por hijos a cargo, apoyo a los ingresos y/o 
garantías y servicios relativos al empleo para las personas desempleadas y los 
trabajadores pobres; (2) y acceso universal y asequibilidad a servicios sociales esenciales 
en los ámbitos de la salud, el agua y el saneamiento, la educación, la seguridad 
alimentaria, la vivienda y otras esferas definidas en las prioridades nacionales. (OIT, 
2009)  
Además, partiendo de los establecido por el pacto (OIT, 2009) la OIT insta a los Estados 
miembros para que desde sus orientaciones se posibilite le consecución real de seis elementos 
necesarios en la agenda, que permitan mejorar las condiciones de protección social, en las cuales 
se encuentra el ámbito pensional: i. Establecer sistemas de transferencia de efectivo para las 
comunidades vulnerables, ii. Instaurar una Protección Social Básica o “pisos de protección social” 
(PPS) para toda la población, iii. Incrementar la duración y cobertura de las cesantías de desempleo 
iv. buscar alternativas para acercar al desempleado al mercado de empleo, v. proporcionar 
prestaciones mínimas, aunque haya insolvencia en los fondos y, vi.  buscar aumentar la cobertura 
a los trabajadores temporales (OIT, 2009). Dichos elementos resultan lineamientos específicos de 
lo que será la estrategia futuras de los “Pisos de la Protección Social”. 
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Por su parte, es necesario precisar los “Pisos de Protección Social” como el nivel mínimo de 
condiciones que garanticen de manera progresiva una vida digna y en condiciones de humanidad, 
en el marco de un Sistema de Protección Social Orientado por el Estado, siendo entonces la base 
para el mejoramiento en la garantía de los derechos fundamentales. Así pues, los “Pisos de 
Protección Social” son una categoría, pero también una estrategia que desde el pacto (OIT, 2009) 
se ha venido consolidando de manera global teniendo diversos resultados. De la misma manera, 
los PPS -Pisos de Protección Social- fueron diseñados y pensados con un carácter de flexibilidad 
y adaptación, lo que les permite ser implementados en diversos contextos culturales, sociales y 
económicos y afectar de manera positiva la consolidación de la protección social, dentro de la que 
se encuentran los regímenes pensionales.  
Un piso de protección social busca garantizar el acceso a una canasta básica –definida 
a nivel nacional– de bienes, servicios y transferencias de ingresos para asegurar que la 
gente no sufra hambre, no padezca enfermedades evitables, no se quede sin educación, 
no tenga que recurrir a aguas insalubres ni se quede sin vivienda. Esto se basa en una idea 
muy simple: quienes tienen acceso a un conjunto básico de bienes, servicios y 
transferencias, salen de su estado de pobreza o vulnerabilidad y pueden contribuir de 
manera más productiva a la economía (Cichon, Behrendt, & Wodsak, 2011). 
En el mismo sentido es de reconocer como al analizar los elementos misionales de los PPS 
se observa cómo, más allá de ser un instrumento técnico de aplicación y orientación institucional, 
en el trasfondo representa una concepción sobre la cual es necesario terminar con la pobreza 
extrema y con la vida indigna de las poblaciones más vulnerables, en el caso de esta tesis, la tercera 
edad. Consecuentemente, parta algunos autores (Cichon, Behrendt, & Wodsak, 2011) los PPS se 
constituyeron desde el principio de la Equidad, y desde este se plantearon sus componentes, de 
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manera que permitan un acercamiento real al fin de las inequidades de los regímenes de protección 
social, y de las condiciones de los grupos humanos en mayor condición de vulnerabilidad. Sumado 
a todo lo anterior, también es importante decir que los PPS no trazan objetivos solamente a corto 
plazo; a mediano y largo plazo se establecen y se posicionan de manera estructural como 
herramientas para el desarrollo. 
El concepto del PPS debe ser observado en un contexto de desarrollo mucho más 
amplio y ambicioso. La adopción de este concepto refleja la aparición de un nuevo 
paradigma de desarrollo socioeconómico, que constituye un ciclo virtuoso denominado 
»Crecimiento con Equidad« –tal como lo describe normalmente la OIT (Cichon, 
Behrendt, & Wodsak, 2011) 
Consecuentemente, la política internacional sobre protección social tomada desde el 
pacto (OIT, 2009) se consolida y se reglamenta en la Recomendación sobre los pisos de 
protección social (OIT - Organización Internacional del Trabajo, 2012) en la que se 
establecen los elementos específicos para la implementación de los PPS, dicha 
recomendación parte de la explicación conceptual de la seguridad social, para luego 
explicar la importancia y trascendencia de los avances en los sistemas legislativos y 
jurídicos respecto a la protección social en diversos casos en el mundo, destacando los 
resultados alcanzados gracias a diversos convenios, que en diferentes contextos lograron 
dar un piso real a la protección social de la población vulnerable en varios Estados 
miembros. 
El Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102); el Convenio 
sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, 
1964 (núm. 121); el Convenio sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes, 
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1967 (núm. 128); el Convenio sobre asistencia médica y prestaciones monetarias de 
enfermedad, 1969 (núm. 130); el Convenio sobre el fomento del empleo y la protección 
contra el desempleo, 1988 (núm. 168); el Convenio sobre la protección de la maternidad, 
2000 (núm. 183), además de algunas actualizaciones como las de dos convenios sobre los 
derechos de los trabajadores migrantes en materia de seguridad social, el Convenio sobre 
la igualdad de trato (seguridad social), 1962 (núm. 118), y el Convenio sobre la 
conservación de los derechos en materia de seguridad social, 1982 (núm. 157), (OIT - 
Organización Internacional del Trabajo, 2012). 
De tal manera, partiendo de lo establecido en la Recomendación 202 es posible destacar 
nueve puntos estratégicos definidos por la OIT que le permiten a los PPS adaptarse a cualquier 
contexto, funcionar siempre respondiendo al principio de equidad, generar una garantía progresiva 
de los derechos fundamentales, disminuir las brechas y a poyar a las personas con mayor condición 
de vulnerabilidad, afrontar la garantía de los derechos sin descuidar el elemento fiscal, pero sobre 
todo, posibilitar el crecimiento y desarrollo económico en los Estado, a continuación se explicaran 
esos nueve (9) puntos estratégicos a saber: 
1. cobertura de la población: Consiste en la Universalización de la Protección Social, 
iniciando por un piso mínimo para todos, debe ser progresiva (OIT - Organización Internacional 
del Trabajo, 2012).  
2. las prestaciones otorgadas que a su vez se clasifican en 2, servicios esenciales: relativos a 
la garantía geográfica y financiera a servicios esenciales como agua, saneamiento, salud, educación 
y vivienda; y transferencias: Entendidas como las garantías financieras y materiales necesarias 
para asegurar un servicio de salud esencial y un aseguramiento del ingreso a la niñez, la población 
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adulta, la población en discapacidad y la tercera edad. (OIT - Organización Internacional del 
Trabajo, 2012) 
3. nivel de las prestaciones otorgadas, entendidos como los niveles mínimos de servicios y 
de transferencias acordados por el Estado de acuerdo a sus posibilidades que se deberán asegurar 
para la totalidad de la población con crecimiento progresivo, (OIT - Organización Internacional 
del Trabajo, 2012) 
4.  carácter jurídico de las prestaciones, la necesidad y obligación de los estados hacia su 
población para que constituyan marcos jurídicos nacionales para implementar los PPS coherentes 
con sus convenios y recomendaciones, pero también con los instrumentos jurídicos internacionales 
de DD.HH. (OIT - Organización Internacional del Trabajo, 2012) 
5. mecanismos de suministro y organización de los PPS, en tal sentido la OIT determina que 
el hecho de materializar los avances respecto a protección social de cada país no puede ser 
estandarizado. La Organización reconoce que el asunto de recursos y de administración de la 
iniciativa de PPS debe ser considerada como flexible y debe responder a los elementos 
institucionales y sociales de cada contexto (OIT - Organización Internacional del Trabajo, 2012).  
6. Coherencia con otros objetivos de política, que busca que en la implementación de la 
iniciativa de PPS se realicé una integración entre esta y todas las demás recomendaciones. 
7. Modalidades de financiación, son los elementos necesarios para asegurar el desarrollo de 
los PPS en el corto plazo, y trazando un modelo que permita su crecimiento en la garantía de los 
derechos. (OIT - Organización Internacional del Trabajo, 2012) 
8. Gobernanza, que hace referencia a las actuaciones administrativas, transparentes y 
eficientes que se les deben dar a los PPS, de la misma manera la OIT considera que la 
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implementación y administración de los recursos debe responder a elementos democráticos y 
colaborativos, basados en acuerdos y mutua cooperación, con el fin de que además de representar 
legalidad, estimen legitimidad. (OIT - Organización Internacional del Trabajo, 2012) 
9. Procesos de ampliación de la cobertura, uno de los más importantes elementos, debido a 
que es el factor que permite el mejoramiento constante y el incremento horizontal de los niveles 
de garantías en seguridad social para la población de un país. (OIT - Organización Internacional 
del Trabajo, 2012) 
Bajo el desarrollo de estos 9 puntos, algunos Estados miembros han logrado desarrollar una 
política pública basada en los PPS, muchos de ellos han resultado efectivos y son evidencia de la 
importancia de la estrategia en la garantía y protección de poblaciones vulnerables y en condición 
de indignidad. Para analizar el contexto internacional, se comenzará por Brasil, donde se ha 
iniciado progresivamente la implementación de los PPS. En concordancia, de acuerdo a 
(Schwarzer, Tessier, & Gammage, 2014),  esta estrategia ha aumentado los niveles de protección 
social basado en 5 principios fundamentales: 1) universalización de la cobertura de acceso a 
servicios de salud para 196 millones de personas de los 207 millones de habitantes, 2) un 65% de 
la población ocupada  y el 66% de la desocupada sustentada por el sistema público de protección 
social, 3) un seguro contributivo al desempleo de carácter temporal, 4) un aumento en el gasto 
federal per cápita en Protección Social de 298 reales en 2005 a 413 reales en 2012 y, 5) una política 
de asistencia social focalizada a las poblaciones vulnerables. 
Existen dos planes nacionales de lucha contra la pobreza que funcionan de forma 
simultánea: a) la prestación en especies continua (BPC), prestación para adultos mayores 
de más de 65 años de edad y para portadores de discapacidades que viven en familias 
cuyo ingreso familiar per cápita es igual o inferior a un cuarto del salario mínimo vigente 
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por mes, y b) el programa Bolsa Familia de transferencias condicionadas de ingresos, para 
núcleos familiares de ingreso igual o mínimo  de un monto promedio de  140 reales por 
mes y 70 reales (31,80 dólares) por mes respectivamente. (Schwarzer, Tessier, & 
Gammage, 2014) 
Por su parte, otro caso importante y de necesario señalamiento es el de Chile, en tanto ha 
sido un país que ha buscado implementar de manera oficial y con todas sus directrices la 
estrategia de PPS. En tal sentido, según (Schwarzer, Tessier, & Gammage, 2014) estos avances 
han tenido resultados evidentes como son una cobertura del 100% en los servicios esenciales y 
un 86% de atención primaria para el total de la población, un aseguramiento de ingreso y 
educación para la infancia con un aumento progresivo, un sistema de subsidios que en el caso de 
los jóvenes llega a cubrir más del 60% y en el caso de las familias en condiciones de extrema 
pobreza y personas en condición de indigencia tiene coberturas del 100%.  
Chile ha efectuado un importante esfuerzo en los últimos años en la construcción de 
un sistema de protección social, realizándose para ello diversas reformas en el plano 
contributivo y no contributivo. Las reformas efectuadas en el país entre 2000 y 2012 han 
requerido generar cambios a la institucionalidad y aumentar los recursos, debiendo 
articular viabilidades políticas, financieras e institucionales y las diversas posturas 
valóricas e ideológicas para implementar reformas en la protección social. Esta red de 
servicios y políticas fue diseñada para universalizar la protección social, incluyendo 
políticas relativas a la seguridad social, a la entrega de subsidios de vivienda, empleo y 
capacitación, así como de asistencia social para la población más pobre y vulnerable. 
Además, se incorporaron iniciativas para garantizar el acceso y fomentar la demanda de 
servicios sociales de grupos vulnerables como la primera infancia, niños y jóvenes, 
50 
  
 
familias extremadamente pobres y adultos mayores, conformando un PPS que amplía las 
coberturas y diversifica las políticas.  (Schwarzer, Tessier, & Gammage, 2014) 
Así mismo, otro caso de resaltar es el de España, haciendo la claridad que la realidad 
respecto a protección social es diametralmente opuesta a la de los países latinoamericanos, el 
caso de España representa un ejemplo claro de cómo generar PPS como estrategia de desarrollo, 
puede representar además de un elemento potencializador de la economía y la sociedad, permitir 
amortiguar cualquier crisis económica como la que en la última década afronto el país Ibérico. 
En tal sentido, según el (Consejo Social y Económico de España, 2017), el país cuenta con un 
sistema complejo y eficiente de protección social caracterizado por tener una conexidad entre la 
gobernanza, un sistema de garantía de rentas en situaciones de necesidad bastante diverso y una 
cobertura universal de servicios básicos a personas de bajos recursos.  
En España, el gasto total en protección social entre 2007 y 2014 pasó del 20,3 por 
100 al 25,4 por 100 del PIB. En ese contexto, el peso en el conjunto del gasto social de 
las prestaciones sometidas a prueba de rentas, tanto en especie como económicas, 
también creció entre 2007 y 2014 desde el 2,7 por 100 del PIB hasta el 3,5 por 100 del 
PIB. La desigual preponderancia de este tipo de gasto en los países puede ser reflejo no 
solo de las diferencias en los modelos de protección social -unos más universalistas, 
otros más contributivos- sino a la distinta incidencia de las situaciones de riesgo que 
cubren las prestaciones (el paro de larga duración, por ejemplo, o las propias situaciones 
de pobreza) o a la distinta naturaleza e intensidad de la protección de las diversas 
prestaciones. (Consejo Social y Económico de España, 2017) 
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3.5. El Esquema Flexible de Protección a la vejez:                             
3.5.1. El Programa Colombia Mayor y los Beneficios Económicos Periódicos 
 
Tal como se evidenció en capítulos anteriores, el estado actual del sistema de Protección 
Social en Colombia está incidido por diversos factores que afectan su funcionamiento y la 
consecución de sus objetivos misionales, sobre todo en lo que concierne a la cobertura pensional 
y a la situación de las personas en condición de vulnerabilidad a la que se enfrenta la población 
de la tercera edad en el país. En tal perspectiva, es posible reconocer una serie de reformas 
legislativas que han sido insertadas en la agenda pública  las cuales apuntan a la mitigación de la 
problemática y al desarrollo de la política pública de  Piso de Protección Social (PPS);  evidencia 
de ello, es la promulgación del Acto Legislativo 01 de 2005 que posibilita al Estado colombiano 
a otorgar beneficios periódicos por debajo del monto del salario mínimo mensual. Fundado en 
tales antecedentes, a partir del 2012 el gobierno Colombiano puso en marcha el Nuevo Modelo 
de Protección a la Vejez, estrategia central desarrollada por el Ministerio del Trabajo para 
abordar la grave situación de la población de la tercera edad en el país, ejecutada desde dos 
programas específicos: el Programa Colombia Mayor  (PCM) y el Programa de Beneficios 
Económicos Periódicos (BEPS),  los cuales serán expuestos a continuación: 
 
3.5.2. Programa Colombia Mayor 
 
En principio, el programa Colombia Mayor surge en el periodo presidencial 2010 -2014 como 
una iniciativa del gobierno nacional que buscaba mejorar las condiciones indignas en las que 
vivía gran cantidad de la población de la tercera edad en el país. En este sentido el gobierno en 
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principio observó la necesidad de apoyar con trasferencias menores a un SMLMV y así empezar 
a subsidiar a la población de la tercera edad en el país que evidenciaba una condición de pobreza 
y vulnerabilidad (OISS, 2011). Para tal fin, el Estado colombiano mediante Colpensiones creó un 
Consorcio Fiduciario de naturaleza pública entre FIDUPREVISORA S.A., FIDUCOLDEX S.A. 
y FIDUCENTRAL S.A., para desarrollar un mecanismo que distribuya un mínimo de recursos 
vitales extraídos del fondo de solidaridad pensional para este grupo etario, respondiendo siempre 
a las tendencias de política pública internacional respecto al tema de la garantía de los derechos 
humanos. 
Colombia Mayor se destaca como un programa que hace efectiva la atención de los 
adultos mayores acorde con los preceptos y estándares internacionales en cuanto al 
cumplimiento de los derechos humanos. En efecto, según jurisprudencia de la Corte 
Constitucional sobre los deberes del Estado colombiano en relación con la protección de 
este importante sector poblacional, los adultos mayores en situación de pobreza extrema 
o habitabilidad en calle gozan de una especial protección constitucional debido a sus 
condiciones económicas de vulnerabilidad y marginación, así como a la potencial 
disminución de sus capacidades por el aumento de la edad. Por lo tanto, es deber del 
Estado garantizar la materialización de los derechos de estas personas a la salud, 
seguridad social, a recibir un subsidio alimentario y a los demás contemplados en la 
Constitución Política y la Ley, a través de acciones directas e indirectas, la 
implementación de políticas públicas y acciones afirmativas. (Consorcio Colombia 
Mayor, 2013)  
En tal sentido, la política pública de Colombia Mayor está sustentada financieramente en el 
Fondo de Solidaridad Pensional en la subcuenta de subsistencia, que a su vez se financia con el 
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0,5% de los aportes de cotizantes con más de 4 SMLMV; con los recursos de entidades 
territoriales destinados a la ampliación de cobertura y además con las donaciones y rendimientos 
financieros que generaron liquidez y las multas a administradores y empleadores. Así pues, el 
programa Colombia Mayor está direccionado a dar un subsidio contribuyente a los adultos 
mayores de 65 años pertenecientes a los niveles de SISBEN 1 y 2, que no tengan el beneficio del 
derecho a la pensión y que se encuentren en estado de indefensión o pobreza extrema. 
El programa Colombia Mayor desarrolla la política pública denominada por la OIT 
como Piso de Protección Social (PPS) “piso mínimo de protección”. El programa busca 
proteger a los adultos mayores que se encuentran desamparados, que no cuentan con 
una pensión o viven en la indigencia o en la extrema pobreza (SISBEN 1 y 2), por 
medio de la entrega de un subsidio económico. El valor mensual del subsidio directo 
entregado oscila entre  $ 40.000 y  $ 75.000. A través del Ministerio de Trabajo, el 
Gobierno Nacional planea alcanzar la cobertura universal de esta población vulnerable 
en el transcurso de los próximos 5 años, lo que significa una vinculación cercana a los 2 
millones, 400 mil adultos mayores de 65 años en todo el territorio nacional y que 
cumplen con los requisitos para ingresar a este programa. (FIAP, 2013)  
El Consorcio Colombia Mayor funciona mediante 8 regionales que trabajan de manera 
mancomunada con el Ministerio del Trabajo, las alcaldías y gobernaciones con el fin de llegar a 
todos los rincones del país ofertando el subsidio a la población de la tercera edad que más lo 
requiera. En tal sentido, el esfuerzo de Colombia Mayor requiere un alto grado de elementos que 
permitan su gobernanza, su seguimiento y aseguren la consecución de sus metas a largo plazo y 
que permita articular la propuesta en todo el territorio nacional (Consorcio Colombia Mayor, 
2013). 
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Así mismo, el sistema de subsidios está dividido en dos formas de garantías, en primera 
instancia el subsidio directo que otorga un pago en dinero  cada dos meses en entidades bancarias 
o no bancarias al beneficiario; y en segunda instancia, el subsidio indirecto mediante el cual el 
Estado colombiano realiza alianzas estratégicas con dos tipos de instituciones de atención al 
adulto mayor, como son: los Centros Vida y los Centros de Bienestar al Adulto Mayor para  
brindar a esta población servicios asistenciales. En la actualidad se cuenta con cerca de 300 
centros en todo el país, se trata de instituciones en las que viven o asisten adultos mayores que 
cumplen con los requisitos de ingreso al Programa Colombia Mayor y con los cuales se firma un 
convenio para que los recursos de dicho programa sean girados a la institución que atiende a este 
tipo de población. Así, la institución entrega los recursos al adulto mayor beneficiario, en 
Servicios Sociales Básicos como alojamiento, alimentación, elementos de aseo y salubridad y 
ayudas técnicas (Consorcio Colombia Mayor, 2013). 
Así mismo, cabe destacar que el subsidio otorgado por el programa Colombia Mayor tiene 
varias modalidades especiales que se articulan de acuerdo a las necesidades específicas 
encontradas dentro del grupo etario de la tercera edad. En principio es posible señalar como 
primera modalidad el Colombia Mayor Indígena, que entrega mediante convocatorias especiales 
dentro de más de 400 resguardos más de 40000 cupos de subsidio directo del programa; también 
es destacable la categoría de Cofinanciación, en la que en busca de dar subsidios de mayor 
cuantía, el Consorcio Colombia Mayor busca alianzas estratégicas con entidades territoriales 
certificadas, con otros Ministerios como el del Trabajo o con otras instituciones del Estado como 
el ICBF; así mismo existe la categoría de Colombia Mayor en el posconflicto, una modalidad 
que surgió después de la firma del Acuerdo de paz entre las FARC y el Gobierno colombiano, en 
esta estrategia se buscó la universalización del subsidio directo en 43 Municipios de 16 
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departamentos, donde la población de la tercera edad se vio directamente afectada por el 
conflicto armado, llegando a brindar 26.000 nuevos beneficiarios que se adhirieron al sistema en 
2016.            
3.5.3. Programa de Beneficios Económicos Periódicos 
Junto con el programa de Colombia Mayor, el Estado colombiano buscó otros mecanismos 
que permitieran que el sistema pensional del país tuviera herramientas que posibilitaran mitigar 
sus dos (2) principales problemas, cobertura y financiación. En este contexto surge el programa  
de Beneficios Económicos Periódicos que tiene una doble función, primero: busca ser un 
esquema flexible de protección para la vejez autosostenible , y segundo, aumentar la cobertura 
respecto al subsidio otorgado como piso de Protección Social a quienes de acuerdo al marco 
legal, no alcancen a cumplir con los requisitos para lograr una pensión.  
Los BEPS son un mecanismo de cuentas individuales de ahorro voluntario, flexible y 
variable. Este mecanismo es administrado por Colpensiones (la administradora del 
RPM), y podrán acceder a él las personas que no cuentan con suficientes ingresos 
(niveles SISBEN 1, 2 y 3), como consecuencia de la informalidad de la actividad 
económica a la que se dedican o porque ganan menos de un salario mínimo mensual. Se 
trata de un sistema flexible en cuantía y periodicidad (con un tope anual permitiendo 
periodos en los que no se realicen ahorros), para que estas personas ahorren desde ahora 
los recursos que puedan y cuando puedan, mientras el Gobierno premia ese esfuerzo 
entregando un subsidio equivalente al 20% sobre el ahorro realizado. (FIAP, 2013)  
Consecuentemente, según (Camargo, 2017)  los Beneficios Económicos Periódicos tienen 
legalidad desde el acto legislativo 01 de 2005 que da vía de acción para que el Estado pueda 
otorgar subsidios pensionales,  además del Decreto 604 del 2013 y el Decreto 2087 de 2014 que 
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reglamentan su funcionamiento y su cronograma, y finalmente el artículo 155 de la Ley 1151 de 
2007 y el artículo 17 del Decreto 604 de 2013 que permiten que Colpensiones oficie con nuevas 
funciones de acuerdo al sistema de BEPS. Así mismo, con esta posibilidad de ahorro voluntario, 
se abre la posibilidad a que aquellos que no tienen una formalización laboral, ni cuenten con las 
garantías mínimas de ingreso, puedan acceder a un ahorro flexible, voluntario y adecuado a sus 
condiciones con el fin de detentar un subsidio posterior a su etapa de pensión, no obstante es 
importante aclarar que los BEPS son diferentes en varios aspectos a una pensión. 
La diferencia entre una pensión y BEPS radica en que la Constitución Política de 
Colombia establece que la pensión no puede ser inferior a un Salario Mínimo Legal 
Vigente (SMLV) y los BEPS son un ingreso que el beneficiario recibe cada dos meses y 
no puede exceder el 85% de un salario mínimo legal vigente. Los BEPS son vitalicios, 
es decir, se recibe por el resto de la vida y no son heredables. Mientras que la pensión es 
una prestación económica otorgada a los afiliados al Sistema General de Pensiones, una 
vez cumplen los requisitos exigidos en cuanto a número de semanas cotizadas y edad 
para pensionarse o de acuerdo con el capital ahorrado dependiendo del régimen 
pensional que se maneje. El reconocimiento de una pensión se entrega mensualmente y 
es heredable. (Revista Portafolio, 2014)  
Así mismo, el programa de BEPS le otorga al ahorrador incentivos que le permitan mejorar 
sus condiciones de ingreso mediante dos modalidades: la primera un incentivo al ahorro, que es 
periódico, que se entrega a partir de que el beneficiario reciba el BEP, calculando el 20% sobre 
los aportes realizados por el beneficiario; y el otro es un incentivo a la permanencia, que es 
puntual, y que consiste en otorgar micro seguros de vida, de invalidez y otros, a quienes hayan 
sido puntuales en sus aportes seis veces en un periodo de tiempo determinado. De la misma 
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manera es importante reconocer, que los BEP representan una alternativa del Gobierno 
colombiano en diversos programas de formalización laboral acordes con la política pública de 
Trabajo Decente y como desarrollo del Piso de Protección Social acogido por la OIT.  
 Una persona pueda tener al mismo tiempo una cuenta de BEPS y estar afiliada al 
Sistema General de Pensiones (SGP). Lo que no se puede dar es que en el mismo mes se 
cotice al SGP y a la cuenta BEPS. En el año, la cotización en BEPS debe ser inferior a 
la cotización del SGP, pues si la persona tiene capacidad de ahorrar, debería estar en el 
SGP y no tener necesidad del subsidio. Se estima que en unos años pueda haber 
alrededor de siete millones de cuentas de BEPs. (FIAP, 2013)  
Así es como, el Programa Colombia Mayor y el Programa Beneficios Económicos Periódicos 
que componen el Nuevo Modelo para la protección de la Vejez en Colombia, han surgido como 
elementos trascendentes en el desarrollo de la agenda respecto a Protección Social y han sido 
promulgado desde el marco constitucional, pero también desde los elementos de la política 
pública de Protección Social a nivel internacional. En tal perspectiva, estos dos  programas han 
representado una posibilidad flexible y acorde a las capacidades de ahorro de las personas, que 
además de incidir en el ingreso también posibilita el financiamiento del RPM.  
No obstante, es importante analizar cuáles son las perspectivas de cobertura pensional en el 
país para las próximas décadas, en el RAIS, en el RPM y si es recomendable continuar con los  
programas de BEP y CM,  como herramientas de la política pública  del sistema pensional en el 
país para ampliar la cobertura.  En ese caso, es importante hacer referencia a cuales han sido sus 
desempeños y cuáles podrían ser sus proyecciones a futuro incluyendo algunas recomendaciones 
posteriores al análisis. 
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4. Metodología 
La presente tesis se fundamentará en el enfoque metodológico cualitativo, en la medida en 
que buscará determinar el desarrollo y puente en práctica de una política pública, como un 
fenómeno específico, no solo en lo que respecta a los aspectos meramente formales de diseño, 
sino también a los elementos estructurales y coyunturales de su aplicación, sin llegar a ser un 
análisis de impacto. De tal manera, el enfoque cualitativo no solo posibilitará dar cuenta de 
elementos relacionados con las características del proceso, sino que también permitirá realizar un 
análisis más detallado del objeto de estudio, definiendo sus procesos determinantes y dando 
claridad a elementos complejos que hacen parte del diseño y la implementación de políticas 
públicas. 
Los métodos cualitativos contribuyen a la doble dimensión de la orientación de 
políticas: al análisis del proceso y a la inteligencia de este proceso. Por ejemplo, en la 
actualidad un área favorecida por estas técnicas es la evaluación de políticas públicas. 
Diversos autores detallan que esta última fase del proceso es investigación en sí, contiene 
ciertos elementos cualitativos para la recolección de información como la observación 
directa de la puesta en marcha de los programas. Este momento de la evaluación se 
denomina in tempo, en el cual se pueden percibir los problemas de operación, como la 
presión de los grupos sociales involucrados en una política y la actitud de la burocracia. 
(Hernández, 2013)  
Por ende, esta tesis pretende analizar la política pública pensional desde la “perspectiva 
práctica”, aquella que Torgerson denomina como el intento de reconciliar el conocimiento y la 
política, mediante una discusión abierta y racional de los asuntos públicos donde convergen 
ciudadanos y expertos. De tal modo es pertinente indicar que la  presente investigación  es un 
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estudio analítico descriptivo que busca determinar la crítica a una política pública desde 
elementos racionales frente a la observación de la teoría y la práctica.  
Se propone el patrón de una situación discursiva ideal, como una guía para la 
investigación y práctica. Comprometida con una forma de interacción situada más allá de 
las características de la interacción estratégica de la vida política, la crítica se vuelca contra 
tanto el dominio del entendimiento común de como de la naturaleza restringida de la razón 
tecnocrática, anticipando un estilo de investigación que toma como patrón el modelo de 
racionalidad extensa. (Torgenson, 1999) 
 
Por lo tanto, esta investigación es más analítica que evaluativa, es un trabajo crítico que se 
caracteriza por intentar explicar o interpretar la acción pública a partir de un marco teórico 
explícito, que apunta al conocimiento científico o a la crítica. En tanto, el proceso analítico de 
investigación de la política pública pasa por los procesos de entendimiento del objeto de estudio, 
en la que se establecen elementos fundamentales de su configuración; posteriormente pasa a la 
crítica, en la que se analizan los elementos positivos, negativos, contradictorios o dialécticos de 
la política pública; siguiente con la contratación, determinando la política pública y sus 
características a la luz de otros modelos o casos; y finalmente  a la incorporación como elemento 
de meta análisis. (Lopera, 2010)  
Estas diversas maneras del método analítico, no obstante confluir en el procedimiento 
general de descomposición de un todo en sus elementos, tienen diferencias específicas, 
determinadas por el campo de la realidad del que se ocupan y de los objetivos que se 
buscan. Las ciencias exactas y naturales utilizan preferentemente las múltiples modalidades 
del análisis empírico, que complementan con análisis discursivos para cualificar y dar 
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precisión formal a los resultados obtenidos. Las ciencias sociales y humanas hacen uso del 
análisis discursivo en sus diferentes versiones, complementado, en algunos casos, con 
análisis empíricos, como en la antropología biológica, la geografía, la economía, entre 
otras. En el presente artículo nos ocuparemos del método analítico como análisis del 
discurso, estableciendo su estructura general presente en las múltiples modalidades del 
mismo (Lopera, 2010). 
 Por su parte, la herramienta central de recolección de información para el presente estudio 
es el análisis documental, que se desarrollara en diversos niveles y en la consulta de múltiples 
fuentes, entre las que se encuentras la literatura especializada, los documentos oficiales de 
algunos estados y de organizaciones multilaterales, además de los informes científicos de centros 
de conocimiento, y análisis estadísticos de distinta orden. Esta multiplicidad de documentos 
enriquecerá el tipo de estudio analítico y establecerá una integralidad en la investigación de la 
política pública objeto central de la presente tesis. 
El análisis documental es la forma de investigación técnica, un conjunto de operaciones 
intelectuales, que buscan describir y representar los documentos de forma unificada 
sistemática para facilitar su recuperación. Comprende el procesamiento analítico- sintético 
que, a su vez, incluye la descripción bibliográfica y general de la fuente, la clasificación, 
indización, anotación, extracción, traducción y la confección de reseñas. El tratamiento 
documental significa extracción científico-informativa, una extracción que se propone ser 
un reflejo objetivo de la fuente original, pero que, soslaya los nuevos mensajes subyacentes 
en el documento. (Dulzaides & Molina, 2004)  
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5. Análisis sobre el problema de aumento de cobertura pensional desde las 
características actuales del sistema desde los Pisos de Protección Social 
En el capítulo anterior se trató de dar cuenta sobre la existencia de los PPS como medios para 
el desarrollo económico y social, así mismo se describió de manera general el funcionamiento 
del sistema pensional colombiano y los novedosos programas de BEPS y CM. En tanto, se hace 
también necesario analizar los avances de la puesta en marcha de estos mecanismos de la política 
pública, cómo estos han incidido en la cobertura pensional y si  reúnen las condiciones 
necesarias establecidas por la OIT para ser catalogados como Piso Mínimo de Protección Social 
y  se definirán  recomendaciones y alternativas de solución que respondan al problema de 
investigación aquí planteado.  
La estructuración del problema se realiza con base en el análisis de los factores relacionados 
por una lógica de causa-efecto, es decir, bajo el método denominado: árbol de causas o de 
problemas, en el cual se identifican las causas principales de acuerdo a su importancia relativa  
respecto al problema y las consecuencias  o efectos que estos generan. Existe una multitud de 
factores causales que llevan al problema siendo necesario escoger una o unas causas principales 
para diseñar soluciones (Ordóñez-Matamoros, 2013).  
Antes de ilustrar  el método elegido (árbol de problemas) para estructurar el problema de 
investigación, es necesario entender que el gran problema que pretende atacar cualquier política 
pública para la protección de la tercera edad es la pobreza en la vejez; sin embargo para que este 
problema se solucione, debe inicialmente tratarse como pilar la ampliación de cobertura pensional 
o de ingreso en la tercera edad, de esta manera, solucionando este problema, se atacaría directa y 
progresivamente el riesgo de la pobreza. 
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En consecuencia, la  política pública de  vejez basada en el nuevo modelo de protección para 
la tercera edad está encaminada a incrementar la cobertura pensional o de ingresos económicos 
en la vejez, sin que sea necesariamente una pensión,  
De conformidad con lo expuesto se construyó el árbol de problemas al que debe responder 
una política pública que pretenda atacar el problema de la baja cobergf5tura pensional, con el fin 
de analizarlo con el modelo de Protección Social a la vejez  y establecer si con este modelo se ha 
incrementado la cobertura o por el contrario, su emisión no soluciona la problemática expuesta. 
 
Figura 2. Análisis de situación inicial-Árbol de problema 
Del gráfico anterior se evidencian tres principales causas que generan la falta de cobertura 
pensional, siendo pertinente tener este referente de causas para concluir sí la política pública de 
protección a la vejez responde a la solución de las mismas.  
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Una vez identificadas algunas de las principales causas que generan el problema público se 
construyó un árbol de objetivos con el fin de verificar si estos  se cumplen con la 
implementación de los programas creados bajo el nuevo Modelo de Protección para la Vejez.  
 
Figura 3. Árbol de objetivos 
 
Esta construcción se analizará más adelante, con el fin de establecer si los programas 
existentes y el Sistema General de Pensiones han dado respuesta a la ampliación de la cobertura 
pensional entendida como la obtención de un ingreso económico en la tercera edad.  
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5.1. Los Pisos de Protección Social en Colombia en materia de ingresos al 
Adulto Mayor 
En tal sentido, es importante precisar  la apropiación, cercanía, implementación y desarrollo 
de los PPS en Colombia, por lo que se hace necesario revisar los avances o retrocesos que ha 
tenido el Estado Colombiano en los últimos años respecto a la política pública de protección 
social, específicamente en lo que refiere a los indicadores de seguridad básica del ingreso para 
las personas en edad activa que no pueden obtener ingresos suficientes, y seguridad básica del 
ingreso para las personas de la tercera edad. Así pues, un análisis de estudios y cifras recientes 
otorgadas por la propia OIT, el gobierno colombiano, las instituciones financieras y de control y 
otras fuentes, permitirá corroborar la existencia de estos Pisos de Protección Social en el país, 
analizar los programas que lo desarrolla  y  la incidencia de estos en la cobertura pensional en 
Colombia.  
En tal sentido, es importante referir el análisis respecto al PPS de Seguridad básica del 
ingreso para las personas en edad activa que no pueden obtener ingresos suficientes, incidente 
directo en el asunto pensional, para la (OIT, 2013), se han presentado avances significativos 
como la entrada en vigencia del subsidio de desempleo, o iniciativas como: Empleo en Acción o 
Mi Primer Empleo, que representan alternativas interesantes respecto al interés del Estado 
Colombiano por proveer un ingreso mínimo a las personas adultas en situación cesante. De la 
misma manera, se destaca  el análisis hecho por la (OIT, 2013), sobre  los programas y políticas 
que involucran al Sistema Nacional de Aprendizaje SENA, que han incrementado su incidencia y 
llevan a aumentar tanto la formación para el trabajo, como el fomento del mismo, lo que llevaría 
a pensar que sí existen acciones para mitigación de la informalidad y el desempleo.  
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No obstante, desde el análisis propio, es posible afirmar que la situación no resulta alentadora, 
pero si se piensa como lo da a conocer (Colpensiones, 2017) en su informe de gestión,  para el 
2016 había en el país un porcentaje de 47,4% de ocupados informales en 13 ciudades y áreas 
metropolitanas, mientras que para el total de 23 ciudades y áreas metropolitanas el porcentaje de 
ocupación en el empleo informal fue de 48,5%, donde solo un 46% de la totalidad de los 
trabajadores tenían condiciones de seguridad social establecidas,  existiendo a su vez una tasa de 
empleo informal del 42.3%, donde solo un 40.6% de los trabajadores cuentan con condiciones de 
seguridad social adecuadas (DANE, 2017). Así mismo, existe un difuso conocimiento sobre la 
población con discapacidad, y muy pocas políticas públicas que lleguen a incidir de manera 
general en esta población, un elemento sumamente importante para estimar la no existencia de 
un PPS. 
Este es uno de los principales problemas que dentro del sistema pensional afecta la cobertura, 
y es que aunque según el (Ministerio del Trabajo, 2018) en su último informe de gestión afirma 
que se ha presentado una mejoría en  “el crecimiento en el empleo formal y el mejoramiento de 
los ingresos que se refleja en el incremento del número de afiliados activos a pensiones pasado 
de 6.9 millones en 2010 a 10.6 millones en 2017” (p.18). Empero, este aumento no resulta 
alentador si se piensa que aun cuando exista un aumento relativo en el número de afiliados, 
según  (Colpensiones, 2017) para 2017 el total de afiliados llegó a los 21´200.000, más del doble 
del número de afiliados activos, lo cual indica que más de la mitad de afiliados no cotizan y no 
cuentan con la suficiencia económica. 
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En tal sentido, el pequeño aumento en la última década de cotizantes activos al sistema 
pensional del país definido en el párrafo anterior, no termina por contemplar un escenario óptimo 
respecto a la cobertura pensional.  
No se ha alcanzado el grado de sostenibilidad financiera consensuado por el poder 
ejecutivo y legislativo, de tal manera que no es esperable una reforma progresiva en 
materia de seguridad social en pensiones, y lo que se avizora más bien, es una reforma que 
puede limitar aún más las condiciones para acceder a las prestaciones económicas 
derivadas del sistema, restringir sustancialmente la población que accederá a ellas y 
generar un nivel de competitividad que delegue en la empresa privada la carga pensional a 
cargo del Estado, probablemente con un efecto “boomerang” que retornará al final de la 
causación del derecho la obligatoriedad de su materialización de nuevo en cabeza del 
Estado. (Duque & Duque, 2016)  
A este respecto, es importante señalar que se ha venido avanzando en el tema de 
formalización  y trabajo decente, consolidando estrategias como la  creación de empleo decente, 
con convenios interinstitucionales para la formalización o la creación de miles de empleos 
mediante el teletrabajo (Ministerio del Trabajo, 2018), a pesar de ello, no ha sido posible generar 
un PPS respecto a la Seguridad básica del ingreso para las personas en edad activa que no 
pueden obtener ingresos suficientes, y por consiguiente lograr una estabilidad de ingreso que 
permita a todos los afiliados al régimen pensional colombiano a mantener un aporte constante y 
activo. 
Por su parte, en cuanto al PPS más importante de acuerdo a las determinantes de la presente 
investigación, el de Seguridad básica del ingreso para las personas de la tercera edad, la (OIT, 
2013) identifica diversas reformas al sistema pensional en Colombia y a la pensión asistencial 
67 
  
 
lograda para los ancianos con mayor riesgo y vulnerabilidad; no obstante muestra preocupación 
respecto a la deuda pensional, al financiamiento y sostenibilidad fiscal, y a la baja cobertura de 
personas contribuyentes al régimen que para 2012 llegó al 29% (Ministerio del Trabajo, 2018). 
 
Figura 4. Proyección de Cobertura Pensional en Colombia hasta 2055 
Fuente: (Asofondos, 2017) 
 
En esa dirección, en palabras de (Asofondos, 2017), en un análisis del sector pensional en 
Colombia se afirmó que de acuerdo a dos factores incidentes directos, a saber: el crecimiento 
poblacional del grupo etario de la tercera edad; y los pocos aportantes activos lleva a que, de 
continuar el modelo pensional, en las próximas tres décadas la cobertura pensional no solo se 
mantenga, sino que decrezca de acuerdo a los dos factores incidentes nombrados con antelación. 
En tal sentido, es clave definir cómo desde diversas perspectivas y estudios relativos al sector 
en Colombia, es necesario establecer una reforma pensional que modifique las condiciones en lo 
referente al incremento de los cotizantes y por ende a un aumento en la capacidad financiera del 
sistema, con el fin de posibilitar una redistribución más equitativa y con menor riesgo de los 
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fondos pensionales. En esta perspectiva, si bien son múltiples y diversas las recomendaciones de 
instituciones financieras y de orden político que instan a una reforma transicional del régimen 
pensional en Colombia, todas ellas apuntan a destacar los programas de CM y de BEP, 
reconociéndolas como alternativas que, con algunos ajustes, permitirán contribuir a mitigar sin 
duda el problema de la cobertura, tanto en la situación actual del sistema pensional, como en 
cualquier reforma optativa que sea decisiva para este.  
Entre tanto, es importante recoger el aporte de la (OCDE, 2015) que en su informe sobre 
Colombia recomendó “ampliar la elegibilidad del programa Beneficios Económicos Periódicos y 
aumentar la cobertura y el nivel de prestaciones del programa público de subsidio (Consorcio 
Colombia Mayor, 2013). Asimismo, la (ANIF, 2017), acompañó su propuesta de modificación 
del régimen pensional, sugiriendo que “hacia futuro, Colpensiones debería continuar 
fortaleciéndose institucionalmente para ahondar en el programa de Beneficios Económicos 
Periódicos” (p. 34). En tal sentido, existiendo o no una reforma pensional, tanto las instituciones 
internacionales como las nacionales reconocen la importancia e incidencia del programa de BEP 
y CM para el mejoramiento de la rentabilidad del fondo y soporte en la crisis.  
De igual manera, más allá de la ingente necesidad de un cambio en el régimen pensional,  se 
reconoce la importancia y trascendencia del programa Colombia Mayor como un mecanismo 
para el desarrollo de un PPS respecto al ingreso de la población de la tercera edad, a este 
respecto la (ANIF, 2017)  afirmó: “La baja atención asistencialista de la población pobre en 
estado de vejez requiere fortalecer el programa Colombia Mayor, tanto en términos de cobertura 
como de montos transferidos”(p. 23). De igual forma, (Amador, 2017), analizando los elementos 
establecidos por la OCDE respecto al programa Colombia Mayor, reconoció en este punto el 
esfuerzo que viene haciendo el Gobierno para proteger a los adultos mayores  sin un medio de 
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subsistencia. Aunque este programa viene aumentando el número de personas cubiertas, lo ha 
realizado bajando el valor mensual que le entrega a cada una de ellas. Razón por la cual, se 
plantea que el Gobierno aumente la capacidad de cobertura de este plan, en número y valor, con 
el producto de las reducciones que se podrían lograr con algunas de las alternativas planteadas 
por la organización. 
En ese orden de ideas, resulta necesario articular  los programas: Colombia Mayor y Beps, 
con el fin de incentivar el ahorro e identificar  a esta población y su cifra, permitiendo calcular 
cuántas personas y con cuántos recursos se protegería a dicha población, sin que los subsidios 
entregados por Colombia mayor sean iguales o superiores a los que entrega Beps, todo con el 
propósito de incentivar el ahorro como mecanismo de protección para la vejez  mediante BEPs.  
     Ahora, los programas del Modelo de Protección para la Vejez (CM y BEPS) aun cuando 
mostraron grandes avances en el camino a convertirse en PPS relativos a la Seguridad básica del 
ingreso para las personas de la tercera edad, no superaron una cobertura real del 20% 
(Colpensiones, 2017). No obstante, se pudo comprobar que tanto BEP como CM representan 
ahora un elemento necesario para cualquier perspectiva que pueda orientar al sistema pensional 
colombiano y  lograron tener incidencia en niveles de cobertura universales en el ámbito 
pensional, si  bien  no suficiente,  si representó un alivio para el desamparo del grupo etario 
analizado.  
5.2.Colombia Mayor y Beneficios Económicos Periódicos como Pisos de 
Protección Social  
Es importante realizar un análisis que involucre diversos factores trascendentes en el 
escenario de la política pública pensional del país desde la perspectiva de los PPS, debido sobre 
todo a las transformaciones y nuevos elementos en la agenda que apuntan hacia la mitigación de 
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los problemas del sistema pensional colombiano. En tanto, este análisis requerirá responder 
preguntas en cuanto a la naturaleza pensional o subsidiaria de los programas, a su impacto real 
sobre la cobertura de la población con mayor requerimiento y a las cifras oficiales sobre la 
implementación de tales programas. 
Así pues, tal como se planteó en apartados anteriores, el programa de Colombia Mayor fue 
diseñado y pensado para iniciar la consolidación de un Piso de Protección Social1 en el ámbito de  
ingreso a la población de la tercera edad en el país que está por fuera de la posibilidad de 
pensionarse. En torno a esto, es importante analizar que según cifras definidas por el (Ministerio 
del Trabajo, 2018), los beneficiarios del programa de subsidios directos fueron hasta el año 
pasado, esto es 2017,  1.5 millones, lo que evidencia un crecimiento superior al 150% desde su 
inicio con 482.000;  cabe destacar que para (Fedesarrollo, 2017) esta cifra representa solamente 
un 44% de la población con tal necesidad en el país. 
Así mismo, según análisis de las cifras oficiales de (Consorcio Colombia Mayor, 2013) y el 
(Ministerio del Trabajo, 2018), es posible concluir que este programa no tuvo un aumento 
significativo de cobertura en los últimos 4 años, si se tiene en cuenta que en el año 2013 se hacía 
referencia a una cobertura de 1,4 millones de beneficiarios, y se proyectaba un crecimiento para 
el 2018 de 600.000 nuevos cupos, con los cuales según estimados del Ministerio del trabajo se 
acercarían a la universalización. No obstante, el crecimiento de cupos de subsidios directos no 
aumento en más de 100 mil y según la (OCDE, 2015), en la actualidad, más que estar cerca de 
una universalización, se evidencia un aumento de la población de la tercera edad en condición de 
                                                 
1 Así es denominada esta iniciativa en la agenda por Rafael Pardo (Ministro de Trabajo de la época) en el 
Seminario Internacional El Ahorro individual: Mejores Pensiones y más desarrollo económico, Colombia de la FIAP 
(2013) 
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pobreza y de pobreza extrema frente a una notoria insuficiencia de los cupos para beneficiarios 
ofrecidos por el programa. 
Por su parte, además de señalar la cobertura también hay que determinar si el valor de la 
cuantía representa un ingreso básico que permita a las personas de la tercera edad en condiciones 
de pobreza extrema, vivir dignamente; o si por el contrario, el monto se convierte en un elemento 
simbólico pero que no tiene incidencia positiva en las condiciones de vida de este grupo etario. 
En tal sentido, es importante destacar cómo según cifras comparativas emitidas por el estudio de 
(Fedesarrollo, 2017), de acuerdo a 4 países con programas de PPS similares, el monto otorgado 
por el Estado colombiano, el cual en promedio es de $20 USD por mes, representa tan solo el 8% 
del salario mínimo y el 25% del ingreso de una persona que supera la líneas de la pobreza, 
sumado a que logra niveles de cobertura promedio del 25%.  
Al  observar estrategias similares en  otros países, se evidencia que el auxilio otorgado en 
Chile representa el 37.5% del salario mínimo, a su vez el 125% del ingreso de una persona que 
supera la línea de la pobreza y ha llegado a niveles de cobertura del 50%. De igual manera, en el 
caso de México el auxilio va desde los $30 hasta los $117 USD, representa de un 29% a un 50% 
del salario mínimo del país, un 45% de los ingresos de una persona que supera la línea de 
pobreza, y ha alcanzado coberturas de un 75%. En Nueva Zelandia el auxilio llega a los $1243 
USD, lo que representa el 48% del salario mínimo, el 157% de ingresos de una persona que 
supera la línea de pobreza, llegando a alcanzar cobertura del 98%. Y está también el caso de 
Sudáfrica en que el auxilio llega a los $135 USD, lo que representa un 61% del salario mínimo y 
un 135% del ingreso de una persona que supera la línea de pobreza, contando con una cobertura 
del 100% (Fedesarrollo, 2017) 
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Por lo anterior, es palmario concluir que en el caso de Colombia, al observar otros países, el 
auxilio otorgado por Colombia Mayor y el ahorro por BEPs económicamente hablando está muy 
por debajo del promedio, y con seguridad no resulta suficiente frente a las necesidades de 
ingresos básicos de esta población. Es importante aclarar que no solo debe pretenderse un 
ingreso en la tercera edad para bajar porcentajes de cobertura, sino que también debe solucionar 
la problemática de que el ingreso que se percibe no atienda las necesidades básicas del adulto 
mayor, es decir, los mecanismos existentes o los que se llegaren a crear deben atender dos líneas: 
a. Ampliación de cobertura para obtener un ingreso económico en la tercera edad; y b. Que el 
ingreso percibido atienda las necesidades básicas de la tercera edad. 
Evidencia de lo anterior resulta el análisis del impacto del programa Colombia Mayor 
realizado por el (Departamento Nacional de Planeación, 2016),  (evaluación bajo criterio de 
realización de los objetivos, de acuerdo al enfoque de implementación  Top – down. Roth 
Deubel, 2017, p. 220), donde se puede destacar como “todos los beneficiarios encuestados 
reciben subsidio cada dos meses y 58% está de acuerdo con esta frecuencia. El 76% de los 
beneficiarios opina que el subsidio cubre algunas de sus necesidades, cerca del 10% opina que 
cubre la mayoría” (p. 8).  
Entre tanto, aun cuando la intención inicial era establecer el programa de Colombia Mayor 
como un PPS, la falta de aumento en la cobertura en los años de su desarrollo, sumado a un 
monto insuficiente de acuerdo a estándares de pobreza y salario nacionales y extranjeros, pero 
sobre todo a la imposibilidad de crecer de manera progresiva por su falta de financiación, no 
permitieron la consolidación de un PPS respecto a Seguridad básica del ingreso para las 
personas de la tercera edad, además de ver amenazada su continuidad. 
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Resulta pertinente mencionar que el programa Colombia Mayor recibe la mayor parte de sus 
recursos del Fondo de Solidaridad Pensional, el cual a su vez se financia a través de una 
sobretasa a las contribuciones a pensiones de los trabajadores formales. Según estimaciones, si 
este programa sigue manteniendo su nivel de cobertura (1.4 millones de personas), los recursos 
de este fondo solo alcanzarían hasta el año 2020 y a partir de ese año, el Estado tendría que 
financiarlo plenamente con recursos del presupuesto. En la situación actual, sin embargo, el 
financiamiento parcial del programa mediante una sobretasa a las contribuciones pensionales se 
constituye en un impuesto sobre la nómina que refuerza los incentivos a la informalidad laboral y 
posiblemente reduce la eficacia del sistema pensional contributivo, generando un círculo vicioso 
(Fedesarrollo, 2017). 
En este tema es importante también dar la discusión sobre si los BEP y CM pueden llegar a 
tener incidencia en la cobertura pensional del país, y hasta qué punto deben ser comprendidos 
como alternativas de solución que respondan al problema público identificado referente a la 
cobertura. Cabe entonces aclarar que de acuerdo a su naturaleza jurídica y a lo anotado, no lo 
son, empero, de aumentar los beneficios en un porcentaje cercano al de la totalidad del salario 
mínimo (50% o más) y con el cual exista una sostenibilidad financiera para su desarrollo, sería 
posible iniciar un aumento progresivo del monto y de la cobertura que termine empatando con un 
sistema de pensiones. Sin embargo, esto no resultará posible con un sistema desfinanciado y con 
unos montos que de acuerdo al promedio internacional y a los estándares nacionales de pobreza 
estaría lejos de ser un mínimo vital, de aumentar la cobertura pensional o de denominarse factor 
pensional.  
Por otra parte y entrando en el tema de la financiación del sistema pensional, se hace 
necesario analizar el impacto del programa de BEPs como elemento de financiación y como 
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mecanismo de medición del aumento de la cobertura de cotizantes a tal sistema. En tal caso, de 
acuerdo a información del (Departamento Nacional de Planeación, 2016) para el año 2013 el 
número de inscritos al sistema de BEP era de algo más de 700.000 personas, esperando para el 
presente año superar el 1.400.000 afiliados, sin embargo, para el 2017 la cifra según  
(Colpensiones, 2017) llegó a los 937 mil, teniendo como agravante que solo existen 280 mil que 
están en un ahorro activo.   
En concordancia, al analizar el aspecto de la cobertura pensional en un año específico, por 
ejemplo, el 2016, según cifras oficiales de (Colpensiones, 2017) es concluyente decir que para 
ese año, el número de población de la tercera edad en el país era aproximadamente de 6.453.000 
adultos mayores, de los cuales, 1.409.381 estaban pensionados por el Sistema General, 127.231 
por el RAIS y 1.282.150 por el RPM. A su vez, el programa Colombia Mayor logró otorgar 
subsidios a cerca de 1.400.000 adultos mayores.  
De manera similar, según (Colpensiones, 2017) en el programa de BEPS estaban inscritos 
cerca de 936.000 colombianos, sin embargo, la cifra de ahorradores activos llegó solamente a 
280.000, lo que sugiere una eminente desfinanciación del sistema. En tal sentido, el sistema 
pensional en Colombia y los programas de apoyo otorgaron pensiones y beneficios a cerca de 
2.800.000 adultos mayores, lo que representaría una cobertura del 47% de la población en edad 
de recibir pensión, una cifra bastante lejana de la universalización. Sumado a lo anterior, para el 
mismo año, según (Colpensiones, 2017) el sistema general de pensiones tenía un total de 
21.236.822 afiliados; 14.731.023 en el RAIS y 6.505.799 en el RPM, no obstante, los cotizantes 
activos de este total apenas superan los 8.000.000.  
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La involución en materia de cobertura pensional se puede evidenciar en el siguiente cuadro, 
dicha regresión se acrecentó después de la emisión de la Ley 797 de 2003, norma en la que se 
incrementaron los requisitos de tiempo y edad para adquisición de una pensión.   
 
Figura 5. Tasa aparente de cobertura pensional de los afiliados activos en el RPM y el RAIS 
Fuente: (Contraloría General de la República, 2018) 
Por consiguiente, es posible afirmar que si bien el programa de BEPs resultó innovador por su 
flexibilidad y diversidad de posibilidades, las causas del problema público como el continuo 
aumento de la informalidad, la imposibilidad de los inscritos en el programa de ahorrar y el 
desempleo han llevado a que en la realidad los BEPS no hayan contribuido a fortalecer el 
financiamiento del sistema pensional, y mucho menos a mitigar el problema de cobertura que ha 
estado en el centro del sistema desde sus orígenes.  
Bajo tales argumentos es posible concluir que si bien los programas de CM y BEPs han 
buscado de manera innovadora y acorde a los elementos de la agenda política internacional, 
responder de manera diligente al problema de la cobertura pensional en el país, existen factores 
de financiamiento que han truncado el avance y desarrollo de estas dos iniciativas, y no les han 
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permitido consolidar un PPS en los términos de la OIT. Partiendo de esta conclusión inicial, es 
posible, mediante la implementación de estos dos programas y algunos reajustes respecto al 
problema del financiamiento del sistema pensional en el país, generar propuestas y formular 
soluciones que permitan garantizar la sostenibilidad y ampliar la cobertura pensional.  
Una vez examinado el nuevo modelo de protección para la vejez contrastado con el ciclo de 
política pública, es necesario graficar el ciclo  de las políticas públicas  el cual ha sido el más 
influyente  y comprehensivo que se ha propuesto en el estudio de las policías públicas (Ordóñez-
Matamoros, 2013), que consagra una representación lineal y secuencial que parte de la 
identificación del problema público, pasa por ocho etapas y culmina con la reforma o 
terminación de la política adoptada.  
 
 
Figura 6. Ciclo de las Políticas Públicas 
Fuente: elaboración propia 
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En la figura anterior se pueden evidenciar las fases que debe seguir la construcción de 
cualquier política pública,  sin embargo,  en cuanto a la selección de la mejor alternativa y de la 
evaluación del nuevo modelo de protección a la vejez, hace existencia de dicho ciclo en la 
emisión de la política pública para protección de la tercera edad, encontrándose Colombia ante 
un sistema pensional precario y con dos programas de gobierno como lo son Colombia Mayor y 
Beps; pese a que el problema está sobre documentado, analizado e identificado. Así, la técnica 
para la formulación de una política pública eficiente que resuelva las falencias de cobertura de 
ingresos económicos en la tercera edad, no se está realizando con el tecnicismo requerido 
respetando el ciclo de políticas públicas, generando que las alternativas de solución que se han 
implementado no sean eficientes.  
5.3.Propuestas para mejorar los programas CM y BEP desde experiencias de 
otros países.  
Como se evidenció en los apartados anteriores, es indudable que el sistema pensional 
colombiano deberá enfrentarse a cambios estructurales que permitan su desarrollo. De manera 
similar, son diversas las experiencias internacionales que pueden llevar a subsanar el grave 
problema de cobertura del sistema, que permitan además analizar desde nuevas perspectivas el 
régimen pensional en el país.  
En principio es importante sostener que la situación actual del sistema pensional 
Colombiano lo enfrenta a dos regímenes fundados en el pilar contributivo, en tal sentido, ambos, 
RAIS y RPM dependen directamente de la contribución, que como ya se dijo con antelación se 
ven afectados por la poca capacidad de cotización. Sumado a estos se encuentran los programas 
alternativos estudiados en la presente tesis, que están pensados desde un pilar solidario y cuyo 
desarrollo está estrechamente ligado a la posibilidad de la financiación. De esta manera, la 
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primera propuesta  de solución que surge frente a la continuidad de tales sistemas es que se debe 
generar una interacción más estrecha, significativa e impactante entre los planes, programas, 
lineamientos, principios y  pilares contributivos y  subsidiados con el fin de hacerlos coherentes, 
que apunten al mismo objetivo y que permitan su coexistencia y sostenibilidad en el tiempo 
como elementos de la política en sentido de orientación general ( (DEUBEL, 2017).). 
Entre tanto, tal como se evidenció con antelación, Colombia tiene uno de los porcentajes 
de inversión en pensiones más alto de la región, llegando al 4% del PIB (Colpensiones, 2017), no 
obstante esta inversión resulta poco suficiente frente a la desfinanciación del sistema contributivo 
y frente a la inequidad en el reparto de los subsidios pensionales que cobijan a la población con 
mayores recursos (Fedesarrollo, 2017).  Este ha resultado un problema recurrente y tendencia en 
diversos sistemas pensionales, que buscaron establecer regímenes contributivos dependientes 
solamente de las cotizaciones de los trabajadores adscritos al sistema formal de empleo. Sin 
embargo, en contextos diferentes al planteado inicialmente, acompañados de altas tasas de 
informalidad, y desempleo, los países se ven abocados a establecer mecanismos no contributivos 
que cobijen a la población que no pasa por el sistema de cotización, en tal sentido se hace 
recomendable “el diseño de mecanismos de integración y transición entre los dos pilares, debido 
al conflicto entre los incentivos para recibir el beneficio no contributivo y aquellos para 
formalizarse y cotizar por una prestación contributiva”. (Fedesarrollo, 2017)  
En tal sentido, a diferencia de países que adoptaron un modelo totalmente no contributivo, 
el modelo Colombiano se constituyó sobre la base contraria, de que solo mediante las 
contribuciones de los trabajadores sería posible acceder al beneficio pensional, caso muy similar 
al de México en el que se partió de un sistema de reparto y de beneficios definidos, que debido a 
la alta carga fiscal y a la explosión demográfica se transformó en un sistema de ahorro 
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individual, que finalmente sería complementado por un régimen de ahorro voluntario 
complementario al sistema individual, cabe señalar que a diferencia de Colombia, la coexistencia 
de formas de  cotización en México, presenta gran flexibilidad entre sí (Fedesarrollo, 2017).  
Sin embargo, estas transformaciones no aliviaron el problema de cobertura, por lo que el 
Estado Mexicano se vio obligado a realizar una nueva reforma con la inclusión de un pilar no 
contributivo denominado  “Programa Pensión para Adultos Mayores o Programa 70 y más” que 
para 2016 llego a cobijar a 5,7 millones de personas (75% de la población de la tercera edad) con 
un gasto del 0,23% del PIB (Fedesarrollo, 2017). De esta experiencia que logra altos niveles de 
cobertura es importante rescatar que, como sistema de protección a la vejez ha tenido resultados 
alentadores, si se piensa que han aumentado las expectativas de vida digna de los adultos 
mayores en ese país y se ha logrado brindar toda una red de apoyo que proteja a la población de 
ese grupo etario.  
Evidencia de esto es la creación de múltiples programas conexos entre los Estados 
Federales y el Gobierno, un ejemplo claro es el programa de “Apoyo Alimentario, Atención 
Médica y Medicamentos Gratuitos para Adultos Mayores de 70 años residentes en el DF” un 
programa que se ha mostrado exitoso y ha llevado a aumentar la cobertura, y que además de su 
universalización demuestra que no solo es posible llegar con un monto específico a cada adulto, 
sino que en su funcionamiento ha disminuido la edad para recibir el subsidio y en ocasiones ha 
logrado un aumento de la cuantía con diversas estrategias que incluyen el aporte fiscal del 
Estado, las alianzas público privadas y la creación de fondos específicos en los Estados Federales 
que alivian la carga fiscal del Estado Mexicano (Fedesarrollo, 2017). 
De este punto anterior es posible interpretar una nueva recomendación, que parte de la idea 
de que la política pública de inclusión de un pilar no contributivo no puede ser unidireccional y 
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de orden nacional, por el contrario, programas como BEPs y CM deben ser entendidos como una 
posibilidad de desarrollo social regional, y deben generar todo el tiempo alianzas estratégicas que 
fomenten el desarrollo de nuevas inversiones, acciones y posibilidades que complementen la 
política pública de orden nacional en las regiones, esto significa un sistema complejo en el que 
interactúen instituciones nacionales y regionales, privadas y públicas en búsqueda de los recursos 
que permitan mejorar el ingreso del adulto mayor en condiciones desfavorables. (Fedesarrollo, 
2017) 
No obstante y a pesar de sus éxitos, existen críticas marcadas frente al modelo que se 
ciernen en dos campos, el primero el de sus sostenibilidad fiscal, en tanto la sostenibilidad del 
programa no depende del recaudo de recursos en un fondo específico sino que por el contrario 
está ligada a la aprobación en el presupuesto anual de la nación, lo que lo ha llevado a 
considerarse como un problema que distorsiona las finanzas y la economía nacional, similar a lo 
acontecido en Colombia. Por su parte, otra de las fuertes críticas que ha recibido el programa 
PAM en México es que este pilar no contributivo termina por alentar al cotizante a retirarse hacia 
la informalidad y a esperar recibir beneficios no contributivos, frente a esta perspectiva se 
establece que la causa de esta decisión está altamente influida por la desconexión casi total entre 
los regímenes contributivos y no contributivos del sistema pensional mexicano. (Fedesarrollo, 
2017).  
Por su parte, otro de los casos que deben ser de necesario análisis es el de Chile, debido a 
su similitud inicial con Colombia, sin embargo en el caso Chileno cuyo sistema pensional inicio 
con una multiplicidad de regímenes, termino siendo unificado en la década de los 80, cuando se 
creó un sistema meramente contributivo, descargado fiscalmente en su totalidad en los aportes 
del empleado, en los que ni el Estado ni el patrono tienen incidencia en las cotizaciones. Bajo 
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este sistema se logró subsanar el problema de multiplicidad de condiciones,  y originó un 
aumento significativo en la cobertura, en tanto resultaba muy difícil la contribución de quienes 
no tenían ningún tipo de estabilidad, aun cuando si bien en Chile existía previamente un régimen 
asistencial, este solo cobijaba a los empleados que no alcanzaban a tiempo mínimo de cotización.  
Bajo esta perspectiva se reemplazó este pilar asistencial por uno solidario, creándose en el 
año 2008 el Sistema de Pensiones Solidario, que busca asistir al 60% de los adultos mayores en 
Chile que no pueden auto sustentar un ingreso pensional. En tal sentido, el sistema pensional 
Chileno quedo dividido en tres segmentos, muy similares a los de Colombia; el primero el pilar 
solidario o de protección de la vejez, el segundo el  pilar contributivo obligatorio, y el tercero el 
pilar contributivo voluntario. Así mismo, el primer pilar otorga dos tipos de Beneficios, el 
primero la Pensión Básica Solidaria, caracteriza por una mensualidad de 136$ USD recibida por 
el 60% de la población mayor de chile, y el segundo unos Aportes Provisionales Solidarios, que 
tienen como base un monto de 98$ USD y que se recalculan de acuerdo a los aportes que la 
persona que no cumpla con los requisitos de una pensión contributiva haya alcanzado a realizar. 
(Fedesarrollo, 2017)  
Desde este análisis es posible inferir una nueva recomendación para el caso Colombiano, la 
total interdependencia entre los dos beneficios del pilar solidario, es decir Beneficios 
Económicos Periódicos y Colombia Mayor, y es la de seguir el ejemplo de desarrollo de la 
agenda en el caso Chileno donde la Pensión Básica Solidaria y los Aportes Provisionales 
Solidarios, en la relación aporte-monto, han llegado a ser un incentivo real para la cotización de 
las personas que se encontraban en la informalidad, e incluso de quienes ya estaban recibiendo el 
beneficio de Pensión Básica Solidaria. En tal caso, la recomendación apuntaría a que mejorando 
el monto del subsidio recibido, es posible en tanto aumentar las cotizaciones y generar un 
82 
  
 
crecimiento en progresividad, que puede llegar a empatar con una pensión del régimen 
contributivo. Esta innovación mostrada en el caso chileno y adecuada a la realidad del sistema 
colombiano, probablemente permitirá, de manera similar que en el caso de Chile, generar un 
proceso de aumentó en las cotizaciones y un traslado paulatino entre los dos beneficios del pilar 
solidario, e incluso su transición al pilar contributivo. Este es un claro ejemplo de que el pilar 
solidario puede entrar en interacción constante con el pilar contributivo y generar un aumento en 
la cobertura de la población de la tercera edad con graves problemas de pobreza. 
No obstante, el modelo chileno también resulta criticado sobre todo en lo que refiere al 
pilar contributivo, en el que el monto de la pensión recibida por parte del 50% de los chilenos no 
llega ni siquiera a la mitad de su último sueldo devengado, algunos aluden esta responsabilidad a 
la baja participación de los empleadores en la cotización y al alto costo que generan los AFP por 
el manejo de los recursos. Por tanto, queda como recomendación para los programas de BEPs y 
CM, que estos deben tener una estructuración coherente y relativa entre sí, que permita realmente 
convencer al Afiliado de aumentar sus aportes en pro de beneficiarse a futuro. Así mismo, esta 
perspectiva de aumento en las cotizaciones permitirá que el monto recibido por los adultos 
mayores en condiciones de pobreza se aumente y se pueda llegar a nivelar por bajo con el monto 
mínimo de las pensiones que otorga la ley. 
Hay que resaltar que en el caso chileno, aunque los cambios introducidos en la reforma 
del 2008 implicaron un esfuerzo fiscal considerable (0.84% del PIB, anualmente), la 
integración de los pilares contributivo y no contributivo representa un gran avance, y puede 
servir como marco de referencia para varios países de Latinoamérica donde estos pilares no 
cuentan con mecanismos que busquen complementariedad entre pilares. Estos cambios han 
permitido aumentar la tasa de reemplazo de las pensiones del grupo de población de bajos 
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ingresos a través de una transferencia no contributiva, y se espera que cualquier cambio 
contemplado en una nueva reforma pensional esté enfocada en complementar los logros de 
la reforma del 2008 a través de aumentar la tasa de reemplazo de los jubilados de los 
grupos de población de ingresos medios y altos. (Fedesarrollo, 2017)  
Por su parte, es importante también tratar de establecer como modelos no tan cercanos en 
su fundamento al de Colombia, con pilares netamente Solidarios, pero con programas 
asistenciales al adulto mayor, que han llegado a tener grandes tasas de cobertura de acuerdo a 
mecanismos que fomentan el ahorro individual y a futuro. En el primer caso cabe mencionar 
como en Sudáfrica el sistema pensional Solidario está completamente subsidiado por el régimen 
de pensiones contributivas y llega a tener una cobertura universal en Seguridad de ingreso para 
las personas de la tercera edad, un sistema que hasta la década del 2000 tuvo niveles de cobertura 
muy bajos debido a las pocas cotizaciones, pero que debido a esfuerzos multidisciplinares del 
Estado sur africano resultó con el aumento de cotizantes y la sostenibilidad del sistema.  
Y es que el gobierno sur africano, comprendió que para generar procesos de ahorro 
voluntario, que sustentan su pilar solidario debería entrar en un proceso de concientización de la 
población sobre el ahorro para su vejez, un aspecto poco analizado en el caso colombiano. Es así 
como en los últimos 8 años ha instado mediante la legislación a que los fondos de pensiones 
destinen el 0.2% de sus recursos a la formación en educación financiera y de ahorro en su 
población. Esta característica de la política pública, que establece que el asunto pensional va más 
allá del Estado, de los fondos o de las posibilidades del cotizante, rompe el esquema y se adentra 
en el elemento educativo para asegurar que en el futuro el sistema en general sea sostenible, este 
ejemplo ha llevado a expertos a opinar que “el sistema de pensiones solidarias que fue 
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implementado en Sudáfrica ha representado a nivel mundial uno de los mecanismos más directos 
y eficaces para combatir la pobreza en la población mayor”.  (Fedesarrollo, 2017). 
De tal experiencia es posible reconocer como recomendación a futuro para los programas 
de CM y BEPs, que la responsabilidad de mejorar las cotizaciones para dar sostenibilidad al 
sistema no solo parte de trabajar mecanismos contra la informalidad, de realizar estructuraciones 
macroeconómicas que sustenten los fondos o de generar interacciones entre los pilares, también 
es necesario aquí reconocer la importancia de la formación financiera y la conciencia de los 
contribuyentes como primeros respondientes de su situación cesante. Desde esta perspectiva se 
podrían mitigar problemas como el de la decisión de los cotizantes de permanecer en la 
informalidad, o el de la no existencia de la cultura del ahorro como forma de previsión para la 
tercera edad, elementos poco o nada desarrollados en CM y BEPs. 
Otro caso importante en la literatura al respecto es el de Nueva Zelanda, un sistema 100% 
solidario que ha llegado desde hace más de 5 décadas a una cobertura universal. Así pues en el 
caso de este país oceánico, desde sus inicios, el monto de las pensiones no contributivas llego a 
ser del 80% del ingreso mínimo regular (Fedesarrollo, 2017), sin embargo, las mismas 
condiciones que afectaron a todos los países del mundo, como son el aumento de la población de 
este grupo etario, sumado al alto costo fiscal de la universalización, llevaron a que se pensaran en 
reformas más que necesarias.  
En tal sentido en las décadas de 90 y el 2000, se hicieron ajustes que buscaban mejorar el 
financiamiento del sistema, así pues uno de los elementos que generó éxito frente a los nuevos 
cotizantes fue el de la flexibilidad, en tanto si bien existía un pilar de ahorro voluntario que 
mediante impuestos y otros ingresos permitía subsidiar la universalización, el Estado 
neozelandés constituyó un segundo pilar de ahorro semi voluntario, en el cual el Estado subsidia 
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el coste de administración establecido por los AFP con 40% USD anuales, el contribuyente 
decide qué porcentaje va a cotizar en un porcentaje entre el 3 y el 8%, de los cuales solo un 2% 
corresponde al empleador, y cuyo pago permitirá generar exención de impuestos a ambos 
contribuyentes, así mismo como mecanismo atractivo, el Estado Neozelandés contribuye con un 
único monto de 1000 $USD en el momento de apertura de las cuentas (Fedesarrollo, 2017). 
Este ejemplo resulta óptimo para analizar una posible recomendación para el caso de 
Colombia, y es que en la flexibilidad y facilidad de comprender el propio sistema son 
mecanismos útiles para invitar al contribuyente a cotizar, así mismo, el uso de subsidios de 
manera racional y con una distribución equitativa de acuerdo a la necesidad y a la condición, 
pueden ser alternativas que resulten atractivas para el ahorrador. Por ejemplo, que el monto de la 
pensión varíe según los ingresos o el estado civil, que en la apertura de la cuenta exista un 
subsidio realmente significativo, que existen en el régimen de ahorro voluntario y semi 
voluntario diversas formas que se acomoden a la necesidad del cotizante resultan elementos 
claves para destacar del sistema pensional y de beneficios de este país y un aumento significativo 
y real de la cobertura y de los montos establecidos. 
Este aumento en la cobertura se puede explicar principalmente por la sencillez del 
diseño de este sistema, y esto facilita que las personas puedan entender la oferta de la 
pensión, el acceso y la elección del programa de ahorro para su vejez. Cuando las personas 
se enfrentan a esquemas de ahorros que no son sencillos de entender y donde hay varias 
alternativas de beneficios, se pueden generar incentivos para que las decisiones de ahorro 
de los usuarios se dilaten cuando enfrentan a alternativas difíciles de comprender 
(Fedesarrollo, 2017).  
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En conclusión, es importante destacar como las alternativas planteadas CM y BEPs en 
Colombia, pueden representar herramientas que contribuyan a mitigar los principales problemas 
del régimen pensional colombiano, no importando la característica de los pilares que lo 
sustenten. De esta manera un buen paquete de lineamientos, planes, programas que respondan de 
manera coherente entre sí, que se articulen y, como diría (DEUBEL, 2017) se enmarquen en una 
política general “a la manera de las famosas muñecas rusas  que encajan una dentro de la otra”,  
pueden llevar a que estos mecanismos, parte o no del sistema previsional, tengan incidencia en la 
vida digna de la población de la tercera edad en el país que tanto necesita de soluciones y 
alcanzar ampliar la cobertura del sistema.  
Una vez concluido el análisis realizado, se colige que  el diseñador de la política probablemente 
pudo incurrir en un error del tercer tipo al ofrecer una solución a un problema diferente,  con la 
creación de los programa  Beneficios Económicos Periódicos y Colombia Mayor, no se ataca el 
problema de cobertura, debido a la falta de jerárquica de los problemas, generando con esto nuevas 
problematicas; riesgo que igualmente se genera cuando el tomador de decisión, adopta una política 
distinta y por separado para atender cada uno de los diferentes elementos que componen el 
problema, toda vez que, al  ejercer cada elemento un efecto sobre los demás en atención a la fuerza  
intrínseca, se corre el riesgo de no ser efectivo  e ignorar los efectos neutralizantes que pueden 
tener las políticas públicas entre sí conduciendo a un efecto nulo (Ordóñez-Matamoros, 2013). 
En consecuencia; del análisis realizado se efectuó el siguiente ejercicio con el fin de 
examinar uno de los posibles cambios al cual debe dirigirse el sistema pensional para que esta 
política pública adquiera la eficacia que se requiere, en este caso se tomaron tres grupos  
separados por géneros mujeres y hombres cada uno de los grupos definidos por un número de 
salarios mínimos, (1, 2 o 3), dichos grupos se calcularon con un tiempo determinado de edad de 
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conformidad con las tablas de longevidad del Dane, el monto calculado pretende evidenciar que 
valor correspondería como aporte y que valor como subsidio, si exclusivamente estos salarios se 
cotizaran por el Régimen de Prima Media sin que las pensiones que este régimen concediese 
superaran esos montos permitiría tener un sistema sostenible, debido a que el sistema pensional y 
en especial el sistema de reparto ahorraría el subsidio de pensiones que se concediesen con más 
de cuatro salarios mínimos, así mismo la cobertura se extendería para aquellas personas que se 
encuentran afiliadas al RAIS quienes podrían acceder a una pensión de salario mínimo un poco 
más fácil que con la actual garantía de pensión mínima. Por otra parte, la garantía de una pensión 
mínima en el RPM permitiría flexibilizar las formas de inversión de las AFP permitiendo el 
dinamísmo de las inversiones y mejores tasas de rendimiento que permitan la acumulación de 
capital y una mejor pensión. 
Aunado a lo anterior y estableciendo que una de las principales causas de la falta de 
cobertura pensional tiene su vértice en el incremento de semanas que se introdujo con la ley 797 
de 2003, el ejercicio anteriormente descrito evidencia que a mayor sostenibilidad del sistema, 
pueden evaluarse medidas como la disminución de semanas incrementando no solo la cobertura 
pensional si no permitiendo un dinamismo laboral regular, con el fin de generar un circulo de 
empleabilidad que le permita a las personas que cumplen el requisito de tiempo desligarse 
laboralmente para que los jóvenes ingresen al mundo laboral. 
En el ejercicio  se realizaron los cálculos de las reservas de rentas completas para hombres y 
mujeres a diferentes edades de pensión suponiendo personas casadas con un(a) conyugue +/- 5 
años de diferencia de edades. Dentro de la reserva está incluida la reserva de jubilación, reserva 
de sustitución y reserva de auxilio funerario. Lo supuestos del modelo son: 
88 
  
 
- Incremento de las pensiones anual equivalente al promedio ponderado del IPC de los 3 
últimos años. 
- Una tasa de interés técnico del 4,8%, lo cual es una tasa de descuento demasiado ácida es 
decir que en escenarios de evaluación más flexibles donde las tasas de rendimiento del capital 
sean menos conservadoras, las reservas necesarias tienden a ser menores. 
- Los gastos de administración son el 5% de las reservas. 
Respecto a las cotizaciones se calcula el capital acumulado estimado teniendo en cuenta los 
siguientes supuestos: 
- edad de inicio de cotización 25 años 
- rendimientos del 4% real 
- porcentaje de cotización real del 11.5% 
- Se estima un valor inicial de cotización y se compara con la tabla de salarios medios 
nacionales por cada edad para evidenciar la curva de salarios de una vida laboral. 
Así mismo se calcula una pensión con el promedio de los 10 últimos años y una tasa de 
reemplazo dada por el número de semanas y el promedio.  El capital acumulado de las tablas es 
el valor total acumulado de un comportamiento de cotizaciones con los supuestos anteriores y 
que llegan a una pensión de 1, 2 y 3 SMMLV. 
 
Así las cosas, se compara la reserva necesaria para financiar cada una de las pensiones y el 
capital estimado acumulado para lograr dicha pensión y la diferencia corresponde al subsidio de 
dichas pensiones. Anexo 1 
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El ejercicio en mención se adjunta al presente trabajo investigativo en el anexo 1, en éste 
encontraran los resultados que evidencian los cálculos realizados y la importancia que este tipo 
de ejercicios actuariales tienen en la generación de una política pública pensional que pretenda 
atacar el problema de cobertura en el adulto mayor, con el fin de generar decisiones 
gubernamentales que cumplan con el ciclo de política pública y con las herramientas que ésta 
política requiere para ser emitida generando los resultados que se buscan, eliminando los 
programas y políticas de gobierno según cada gobernante de turno que generan acciones 
regresivas a la población cuyas consecuencias no son evaluadas con el fin de que tenga los 
efectos que se persiguen.  
6. Alternativas de Solución  
Después de este ejercicio investigativo es pertinente reflexionar respecto a los problemas 
públicos evidenciados, destacando como el sistema pensional colombiano en la actualidad se 
encuentra en un estado crítico. Esta consecuencia ha sido el resultado de un planteamiento 
desarticulado, desestructurado y segmentado de la política pública pensional, que condujo a que 
el sistema fuese inestable desde su inicio y que no cumpliera con los objetivos por los que se 
fundó. Dentro de la misma conclusión cabe aclarar que las alternativas de solución adoptadas por 
el tomador de decisión en las últimas dos décadas terminaron por volver más compleja la 
situación y ahondar en las dificultades  de sostenibilidad  ya existentes.   
     Es importante destacar cómo el estado  ha tratado de adecuarse y alinearse con la agenda 
política internacional en lo que se refiere al Piso de Protección Social y en el mejoramiento de 
las condiciones de la población de la tercera edad. Cuenta de eso es la creación de los programas: 
BEPs y CM, que se inscriben dentro de las recomendaciones de las instituciones internacionales. 
En ese caso, se reconoce la voluntad política del Estado Colombiano frente a tomar alternativas y 
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nuevas rutas que posibiliten la mejoría de las condiciones sociales y económicas del 
establecimiento y de la población, en un entorno de cooperación internacional. 
     Es importante afirmar en principio que si bien  es cierto  los programas de BEPS y CM no 
se consolidan como Piso de Protección Social por asuntos relacionados a los cotizantes, a la 
cobertura real y a los montos otorgados al no solucionar el problema de seguridad de un ingreso 
para las personas de la tercera edad, ni  aumentar el número de cotizantes activos en el sistema;  
también lo es que,  representan un sistema de apoyo y soporte, y de futura reflexión de cómo 
solventar el problema del sistema pensional en Colombia, en tanto, sus condiciones de origen les 
permiten acomodarse, transformarse y acondicionarse a cualquiera que sea el rumbo que tome el 
sistema pensional en el país, bien sea su modificación o su mantenimiento esto implica que sea 
cual sea la condición, deben continuar. 
    En consecuencia, es importante dar solución a la pregunta problema, en principio 
afirmando que es posible que los programas de BEPs y CM se adhieran  al sistema general de 
pensiones en Colombia como un tercer pilar solidario, o como apéndices de apoyo del pilar 
contribuyente existente. De esta manera, tal como se evidenció, su existencia y su 
replanteamiento, permitirán mitigar la emergencia del problema mientras se plantean alternativas 
que den mejor trámite al régimen pensional. En la misma medida y de acuerdo a lo expuesto en 
el análisis, es posible que los programas de BEPs y CM se conviertan en Piso de Protección 
Social  para la seguridad en el ingreso a personas de la tercera edad, siempre y cuando se 
establezcan ciertas recomendaciones a saber que posibilitaran su auto sostenibilidad  
(disponibilidad presupuestal), el aumento en su cobertura y el aumento en sus  montos. 
     En tal sentido una vez analizado el problema público identificado  en el árbol de 
problemas, el cual se determina como: BAJA COBERTURA PENSIONAL, se formularán 
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alternativas viables, identificadas en el árbol de objetivos (DEUBEL, 2017), con el fin de 
solucionarlo:  
 Articular los diferentes regímenes  pensionales y laborales que alcancen la 
universalización, en tal sentido, esta articulación y flexibilización no debe solo estimar 
los pilares, sino buscar que los regímenes se complementen, se beneficien e interactúen 
entre sí para alcanzar la reducción de la pobreza cuando se alcance la tercera edad.  
 Como segunda propuesta, resulta necesario destacar un elemento que poco o nada ha sido 
tocado, el de la educación financiera, en tanto no existirá ningún sistema que soporte el 
analfabetismo financiero y la incapacidad de ahorro. En esta recomendación se debe 
involucrar de manera participativa conjuntamente todos los actores participes del sistema 
como  los fondos, el estado, los cotizantes, las instituciones educativas, los medios de 
comunicación y todos los demás, buscando generar un impacto real sobre la conciencia 
del ahorro para la vejez, elemento más que necesario si se quiere llegar a la 
universalización.  
 Como tercera recomendación es importante señalar que las acciones en la agenda política 
que busquen solucionar los problemas de CM y BEP deben implicar una responsabilidad 
no solo del nivel ejecutivo, sino de las entidades territoriales, del sector privado y de las 
cajas de compensación familiar, que con el planeamiento adecuado y un sistema de 
interacción correcto permitan no solo dar alternativas de sostenibilidad financiera a los 
programas, sino que además motiven e incentiven al cotizante a contribuir, además de 
proteger al adulto mayor, pero sobre todo a generar conciencia y a articular esfuerzos que 
permitan que estas alternativas se presenten con solidez e integralidad en su desarrollo 
administrativo y logístico. 
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 Como cuarta recomendación es importante generar incentivos al sector productivo  y 
posibilidades diversas que motiven un ahorro que posibilite salir de la informalidad y 
generen un aumento de las contribuciones y de los cotizantes activos. En este camino será 
necesario hacer una revisión del Fondo de Solidaridad Pensional, de una política de 
impuestos y de subsidios que alivie a quienes contribuyan y que beneficie a quienes lo 
requieren, pero también involucrar a toda la sociedad, en la meta de contribuir de manera 
responsable y sin llegar a generar inestabilidad económica, en la consolidación de un 
sistema de pensiones universales flexible, diverso, mancomunado, pero sobre todo 
sostenible. . 
 Es imprescindible recomendar la reducción progresiva de los subsidios sociales  
existentes, toda vez que desincentivan la vinculación al régimen contributivo  y su aporte 
al sistema pensional, en atención a que estos pagos si bien no garantizan el disfrute  de 
una vida digna, representan alguna solución económica  a la población económicamente 
activa.  
 Para alcanzar el propósito enunciado, se recomienda  dotar a la población 
económicamente activa, de las capacidades técnicas y cognitivas  que les permitan 
encontrar un trabajo con las condiciones que garanticen una remuneración adecuada, 
estabilidad  laboral y protección a  la seguridad social. 
 Se requiere adecuar la oferta académica de la población económicamente activa,  a través 
del marco nacional de cualificaciones que lidera el Ministerio de Educación,  a la mano 
de obra que de demanda el sector productivo. 
 Otra de las alternativas de solución para ampliar la cobertura es adoptar la propuesta 
presentada por Fasecolda que se concreta en: a) Brindar seguridad social a las personas 
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con ingresos inferiores a 1 salario mínimo, especialmente del sector rural, preservando la 
sostenibilidad fiscal por vía del régimen contributivo mediante los Beneficios 
Económicos Periódicos , BEPS. y b). Mejorar las coberturas actuales del seguro inclusivo 
BEPS.  
7. Conclusiones 
En respuesta a la pregunta problema planteada en la presente investigación, es oportuno 
afirmar que la incidencia de los programas que componen el Nuevo Modelo de Protección para 
la vejez como BEPs y CM han contribuido en un ligero aumento de la cobertura de ingresos 
económicos en la tercera edad, al pasar de un total de 1.409.381 adultos mayores que disfrutan 
de un ingreso a 3.089.381. El total de población adulta mayor en Colombia es de 6.453.000 
aproximadamente, de los cuales el sistema pensional beneficia al 21% con una pensión, este 
porcentaje se duplica con el total de beneficiarios de Colombia mayor en otro 21% y se 
incrementa en un 5% más por los ahorradores en el programa BEPs, alcanzando un total del 47% 
del total de población de la tercera edad.  
Pese a que se incrementó con estos dos programas la cobertura de ingreso económico, dicho 
incremento no es significativo para el total de población, siendo esta una de las causas de la 
pobreza en la tercera edad y de las necesidades de buscar alternativas diversas que generen 
universalidad y cobertura, ya sea modificando los  referidos programas, generando una reforma 
pensional sostenible que permita disminuir el requisito de semanas para acceso de una pensión o 
creando nuevos mecanismos alternos que generen ingresos en la tercera edad.  
 
Para tal efecto, es importante dar solución al problema público de poca cobertura pensional, 
realizando un adecuado ciclo para la generación de la política pública, respetando cada una de las 
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etapas sin que dicho tecnicismo sea eliminado por la creación de programas de gobiernos de 
turno   
Para finalizar y  en observancia a los objetivos específicos formulados en la presente 
investigación académica, es  necesario colegir: 
i. La política pública adoptaba a  la luz de la ley 100 de 1993, tenía entre otros como objeto 
fundamental, ampliar la cobertura  en cumplimiento a las características propias de un 
Estado Social de Derecho, razón por la cual  dio vida a los dos regímenes pensionales que 
al día de hoy  administran  el sistema pensional, estos son: el RAIS y el RPMPD.  Pese a 
las consideraciones y modelo financiero adoptado por la referida disposición,  algunos 
factores incidieron en su desequilibrio financiero, motivos que llevaron al Estado 
Colombiano a adoptar la ley  797 del 2003 y posteriormente el Acto Legislativo 01 de 
2005.  De acuerdo al análisis realizado por la CEPAL, uno de los factores que amerita 
mayor atención del  estado es la cobertura pensional, la cual se define por la baja  
comparación entre el número de personas en edad de recibir  una prestación y el número 
de personas que adquirieron y son titulares de este derecho respecto del total de la 
población adulto mayor, por lo anterior y como resultado de un estudio realizado por la  
ANIF, se demostró que la cobertura pensional  en Colombia  alcanza tan solo al 27% de 
la población en edad de recibir una prestación. Menos de la mitad del 64% de la 
cobertura promedio observada en América Latina, esto es, solo cerca de 1.8 millones de 
personas cuenta con una prestación cuando existen alrededor de 5.5 millones de personas 
que superan las edades de pensión. 
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Por lo anterior y una vez identificado la falla transversal  en el sistema pensional  que 
repercute en la política pública de protección  a la vejez, se identificó como problema 
público la falta de cobertura que genera como consecuencia la pobreza en el adulto 
mayor.  
 
ii. Los programas del nuevo modelo de protección a la Vejez  como BEPs y Colombia 
Mayor de acuerdo a los criterios fijados por la OIT, no reúnen los elementos necesarios 
para ser tomados como PPS (Piso de Protección Social) por no garantizar la universalidad 
de la Protección Social, asegurar los servicios asistenciales y reconocimiento mínimo de 
prestaciones que garanticen  el mínimo vital del adulto mayor, generar factores para  la 
ampliación de la cobertura   y por último, definir los elementos necesarios que garanticen 
su financiamiento y crecimiento progresivo.  
 
iii. Se analizó el nuevo modelo de protección para la vejez que incluye los programas  BEPs 
y Colombia Mayor, evidenciando que pese a que dicho modelo pretende ampliar la 
protección para la tercera edad, la cobertura de estos programas no alcanza ni al 20% de 
la población adulta mayor, menos aún se convierten en mecanismos efectivos que 
adicionen al sistema pensional como sistemas eficientes de protección económica para la 
etapa de cese laboral, no solo por su pequeño grupo de beneficiarios si no por los montos 
que se entregan en cada una de ellas, en los que no se han realizado cálculos para 
determinar si sus montos cubren las necesidades básicas de dicho grupo etario. 
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